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ACTA SESIÓN Nº 3/18
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(23 de marzo de 2018)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día veintitrés de marzo de dos mil dieciocho, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Luis Ángel González Agüero con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:

· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento

· Dª. Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 

· D. Leopoldo Cortejoso García - Servicio Territorial de Cultura y Turismo.

· Dª. Isabel del Blanco Alvarez - Servicio Territorial de Economía.
· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

Centro Directivo en materia de Urbanismo

· Dª Mercedes Casanova Roque

Administración General del Estado: 

· D. Alfredo Catalina Gallego – Área de Fomento, Delegación del Gobierno en Castilla y León.
Representante de la Diputación Provincial:

· D. Luis Torroglosa Martínez
Representante de la FRMP:

· D. Manuel Agustín Fernández González

Representante de sindicatos:
· Dª. Berta Garrido Tovar
Representante de organizaciones agrarias:

· D. Valentín García Fraile.
Representante de ONGS:
· D. Miguel Ángel Ceballos Ayuso

Representante de colegios profesionales competentes en urbanismo:

· D. Gregorio Vázquez Justel. 
Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:

· D. Jesús González Morago 
· D.  José María Moreno Acero

Representante del colegio de secretarios:
· D. Raúl Elvira Fernández. 
Vocalías de libre designación:
· D. Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: Dª. Pilar Antolín Fernández, D. Francisco Javier Caballero Villa, D. José María Feliz de Vargas Pereda, técnicos de la Delegación Territorial.

Secretaria: Dª. Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 28 de febrero de dos mil dieciocho, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- MODIFICACION PLAN GENERAL PARCELA 128 POLIGONO 8 Y PARAMETROS URBANISTICOS EN SUELO RUSTICO.- ALDEMAYOR DE SAN MARTIN.- (EXPTE. CTU 95/16).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta minutos, comparece el arquitecto municipal: D. Santiago Rincón Cabezudo.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio de Aldeamayor de San Martín tiene una población de 5.292 habitantes, según el censo de 2017, y cuenta con Plan General de Ordenación Urbana (en adelante PGOU), aprobado definitivamente el 31 de octubre de 2002.


La presente modificación está promovida por GRUPO LA ISCARIENSE; S.L. y tiene como objeto:

1/ Cambio de categoría de Suelo Rústico de la parcela 128 del polígono 8, con referencia catastral 47007A008001280000KM y con una superficie de 8.278 m², pasando de Suelo Rústico de Protección Cultural a Suelo Rústico Común. Lo que conlleva una re-delimitación del yacimiento arqueológico “Las Marías", excluyendo la citada parcela, en base a los resultados de una serie de trabajos arqueológicos.
Esta modificación supone cambio en el plano nº 1 de Ordenación, en la ficha nº 7 del Catálogo Arqueológico y en el artículo 106. En el plano y en la ficha se modifica la delimitación del Yacimiento. En la ficha y el artículo se cambia la extensión del mismo.

2/ Modificar algunos parámetros de la Normativa del Plan General:
· Por un lado, se modifican los siguientes parámetros de suelo rústico, por considerarlos excesivamente restrictivos:

· El concepto de parcela mínima, ya que se asocia directamente al concepto de Unidad Mínima de Cultivo, lo que provoca que prácticamente no se pueda implantar actividad alguna en suelo rústico. Se propone rebajar dicha superficie a 2.500 m² para todo el suelo rústico.

Para ello, se sustituye el apartado 1 del artículo 169 por el siguiente texto:

“Tener una superficie superior o igual a 2.500 m².”

· La regulación de usos en Suelo Rústico Común para las instalaciones de utilidad pública e interés social, actualizándolos al Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

Por lo que se añade al final del artículo 182 el siguiente párrafo y se transcriben los artículos 59, 56 y 57 del RUCyL:

“Se cumplirá lo establecido en el artículo 59 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, referido al régimen de suelo rústico común.”

· Se elimina el artículo 184, que establecía la obligación de redactar un Plan Especial para cualquier construcción de utilidad pública e interés social en suelo rústico común, ya que el RUCyL regula el trámite de la autorización de uso excepcional en suelo rústico.

· Se amplía el concepto de altura máxima, ya que la actual redacción sólo la establece para viviendas y para construcciones destinadas a la explotación agrícola, ganadera o forestal, pudiendo superarse en casos excepcionales para éstas últimas previa autorización municipal. Se extiende la altura máxima a otros usos permitidos o autorizables, así como la excepcionalidad de poder superarla a todas las construcciones.

Por lo que se modifica la redacción del párrafo 3º del artículo 186 por el siguiente texto:

“La altura máxima de edificación para viviendas será de 3,50 m a cornisa, para el resto de las construcciones permitidas o autorizables será de 6 m hasta la cornisa. En casos excepcionales y por necesidades técnicas o funcionales, debidamente justificado, esta altura podrá superarse. El incremento debe ser autorizado e informado por el Ayuntamiento.”

· Por otro lado, también se modifican dos parámetros de condiciones estéticas, que no son específicos de suelo rústico pero sí que le afectan:

· El concepto de cubierta, que establece que la tipología de cubiertas es la predominante de la zona, es decir, la cubierta inclinada. Se modifica para que determinados usos puedan plantear la posibilidad de cubierta plana, para la colocación de equipos, instalaciones, etc…

Para ello se introduce el siguiente párrafo en el artículo 90:

“Para determinadas edificaciones aisladas que no tengan carácter residencial y mediante justificación expresa el Ayuntamiento podrá autorizar cubierta plana.”

· En cuanto a los materiales de fachada, que se relacionan con las condiciones de composición y estética de la zona, se modifica para que determinados usos puedan requerir otros materiales que no respondan a la tipología tradicional.

Por lo tanto se introduce el siguiente párrafo en el artículo 102:

“Para edificaciones comerciales, industriales o con uso administrativo de carácter aislado el Ayuntamiento podrá autorizar materiales ligeros de cerramiento tales como chapas, paneles, etc. Siempre que su color no sea discordante con el entorno.”


La justificación de la conveniencia de la Modificación se basa en ajustar la delimitación del yacimiento arqueológico existente en base al estudio arqueológico aportado y clarificar los aspectos mencionados de la normativa de suelo rústico, eliminado la excesiva restricción y mejorando las posibilidades de implantación de ciertas actividades “en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio”.


Se indica en la justificación del interés público presentada que éste “no sólo radica en aquellas inversiones de promoción pública sino en aquellas de carácter privado que ayudan a crear un tejido económico sostenibles y fijado en el medio rural. La creación de dicho tejido fomenta y esá directamente relacionado con la creación de nuevos puestos de trabajo en futuras instalaciones, tanto directos como indirectos, en el municipio y/o localidades cercanas, contribuyendo a la generación de riqueza local.”

SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 31 de agosto de 2017, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 12 de septiembre de 2017, en el diario El Norte de Castilla de 7 de septiembre de 2017, en el tablón de edictos del municipio y en la página web del Ayuntamiento con fecha 5 de septiembre de 2017, durante el cual se presentó una alegación.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Servicio Territorial de Fomento, Carreteras- Informes favorables de fecha 11 de enero y 11 de febrero de 2017.

· Ministerio de Energía, Turismo y Agenda Digital, DG de Telecomunicaciones- Informes favorables del 13 de enero y 20 de febrero de 2017.

· Subdelegación del Gobierno en Valladolid, Área de Industria y Energía- Informes favorables del 17 de enero y 13 de febrero de 2017.

· Agencia de Protección Civil- Informe favorable de fecha 17 de enero de 2017.

· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural- 1º informe desfavorable de sesión ordinaria celebrada el 19 de enero de 2017 y 2º informe favorable de sesión ordinaria celebrada el 8 de marzo de 2017.

· Confederación Hidrográfica del Duero- Informes favorables del 23 de enero y 13 de febrero de 2017.

· Diputación de Valladolid, Servicio de Urbanismo- Informe favorable del 7 de febrero de 2017, con 2 sugerencias.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente- Informe favorable con condiciones del 7 de junio de 2017.

· Servicio Territorial de Fomento- Informe favorable condicionado, emitido el 6 de junio de 2017, que señala:


“1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL, de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- Completar la zonificación acústica, incluyendo las carreteras del termino municpal de Aldeamayor de San Martín en el área acústica que corresponde al uso de infraestructuras de transporte terrestre, de conformidad con el artículo 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León.


3.- El parámetro de parcela mínima, se deberá ajustar a la parcela existente en el momento de aprobación de la presente modificación.


4.- En la regulación de usos en suelo rústico común, se recomienda transcribir el régimen de usos del artículo 59 del RUCyL.


5.- La presente modificación afecta a la delimitación del Yacimiento Arqueológico y por lo tanto modifica la ficha nº 7 del Catálogo Arqueológico, por lo que, en cumplimiento del artículo 169 del RUCyL, se deberá incorporar dicha modificación en los apartados “3. Justificación pormenorizada del cambio propuesto” y “4. Comparación entre la situación actual y la propuesta” del documento, así como adjuntar la página del catálogo arqueológico que se modifica.”


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la Orden FYM/301/2017, de 17 de abril, por la que se formula el informe ambiental estratégico de la Modificación Puntural del PGOU de Aldeamayor de San Martín, en el BOCyL nº 80 de fecha 28 de abril de 2017, que determina que no es probable que vayan a producirse efectos significativos sobre el medio ambiente, siempre que se tenga en cuenta el contenido de los informes emitidos por la DG de Patrimonio Cultural, la DG de Carreteras e Infraestructuras y por la Diputación Provincial de Valladolid.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el 28 de diciembre de 2017 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril, desestimando las alegaciones presentadas por Ecologistas en Acción de Castilla y León, por los motivos expresados en el informe del Arquitecto Municipal de fecha 18 de diciembre de 2017, que dice:

“Que la modificación del perímetro del yacimiento arqueológico ha sido informada favorablemente por el órgano competente; que el interés público de una autorización excepcional de uso en suelo rústico, para cualquier uso y parcela, habrá de justificarse en su correspondiente procedimiento de intervención municipal de uso del suelo; que la influencia de la modificación en el modelo territorial ha sido analizada en el trámite ambiental y que éste ha sido informado favorablemente por su órgano competente.”

OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 26 de enero de 2018, completada con la registrada el 12 de marzo de 2018 tras el pertinente requerimiento, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.

NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, que subsana todas las deficiencias señaladas en los informes sectoriales, puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente, observándose, no obstante, ciertas deficiencias que deberán subsanarse.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, el Plan General de Ordenación Urbana de Aldeamayor de San Martín, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto, tras el correspondiente debate se procedió a la votación, en la cual, D. Miguel Ángel Ceballos Ayuso, emitió voto particular y de acuerdo con lo establecido en el artículo 5.5 b) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, NO ADOPTA ACUERDO, SI NO QUE SOLICITA INFORME A LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA Y URBANISMO DE LA CONSEJERÍA DE FOMENTO Y MEDIO AMBIENTE, que será preceptivo y determinante, quedando suspendido el plazo para la adopción del acuerdo durante dos meses.

Al finalizar la exposición, el vocal asistente por parte de los colegios profesionales competentes en materia de urbanismo (D. Gregorio Vázquez Justel), comenta que este supuesto, es un claro ejemplo del Urbanismo a la carta, al proceder a la desregulación, cambiando los artículos del PGOU de Aldeamayor de San Martín, denominar de interés público a esta modificación puntual es mal precedente porque el objeto para el cual está destinada la misma  es muy evidente.
El arquitecto municipal afirma vehementemente que comparte la inquietud del representante de los colegios profesionales en materia de Urbanismo; sin embargo, él viene en representación del Alcalde del municipio y que le interés público, a él no le corresponde valorar sino al Pleno de la Corporación Local.

El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo postula en añadidura a lo planteado que se cumplen todos los requisitos culturales; sin embargo, es un mal precedente pues la modificación puntual expuesta es un diseño exclusivo para una solución concreta, resultando lamentable proceder a una modificación puntual nueva del PGOU cuando existen Planes Parciales, Equipamientos y Parcelas sin desarrollar ni ejecutar en el municipio de Aldeamayor de San Martín. Derrumba esta solución los fundamentos del Urbanismo.
El representante del municipio reitera lo expuesto anteriormente, en réplica al último vocal, responde que, como técnico, él tiene una visión diferente pero viene en sustitución del alcalde no correspondiéndole tal valoración.
El representante de los colegios profesionales competente en materia de prevención ambiental (D. Jesús Ángel González Morago), manifiesta que hay que adaptarse a las necesidades reales y actuales del municipio y que la Modificación Puntual afecta a todo el municipio, no únicamente a unas parcelas concretas todo ello en relación a la propuesta a l centro comercial que se pretende ubica en la zona afectada.

El arquitecto municipal incide en que el uso comercial será objeto de una autorización de uso excepcional en suelo rústico en base al interés social que se pretende justificar. En relación con la cuestión de la parcela mínima, el PGOU de Aldemayor permite superarla en algunos supuestos, con lo cual en ese aspecto no existe disparidad.

La técnico arquitecto del Servicio Territorial de Fomento esgrime al vocal representante de los colegios profesionales en materia de urbanismo que el PGOU, en ningún caso es novedoso, lleva 16 años en vigor y las situaciones son cambiantes debiéndose adaptar a las mismas.
El representante de la Diputación Provincial argumenta en esa misma línea que el PGOU de Aldeamayor de San Martín se aprobó en el año 2002 y el Urbanismo tiene que ser vivo. Las modificaciones son lógicas y razonables y hay que adaptarse a la realidad que nos permita seguir avanzando.

El vocal de las organizaciones no gubernamentales manifiesta que esta modificación del PGOU de Aldeamayor pretende cambiar la categoría de suelo rústico de protección cultural por suelo rústico común para el establecimiento de una superficie comercial, no por cuestiones de interés general sino particular, existiendo en el municipio suelo urbano y suelo urbanizable industrial de sobra en los cuáles se podría perfectamente ubicar. Se debe evitar que suceda como en otros municipios cuyas modificaciones fueron anuladas como ocurrió en Tordesillas.
Por otra parte el artículo 18 del Decreto Legislativo 2/2014, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León, relativo a licencia comercial de gran establecimiento comercial, en su aparado 2ª establece que: “En el momento de presentación de la solicitud de licencia, la implantación de un gran establecimiento comercial deberá estar amparada por un instrumento de planeamiento urbanístico habilitante de acuerdo con la normativa urbanística de Castilla y León estando prohibida su implantación en terrenos clasificados como rústicos.”, por lo que deberíamos denegarla.
La técnico arquitecto que expone matiza en primer lugar que en estos momentos no se dirime sobre una Autorización de Uso Excepcional en suelo rústico para un uso concreto comercial sino que se trata de una modificación puntual. En segundo lugar, respecto a la altura y resto de parámetros que se modifican, afectan al suelo rústico de todo el término municipal y extensibles a todos los usos autorizables.
              El representante de las organizaciones no gubernamentales incide de nuevo en evitar situaciones como la modificación del municipio de Tordesillas, no dando el visto bueno a esta Modificación Puntual.
              Por último, el arquitecto municipal plantea que en la gasolinera low cost que se implantó en el municipio de Aldeamayor, se prohibió el punto de venta, y que sería conveniente revisar aspectos como tipo de equipamiento, qué tipo de comercio se pretende implantar así como la superficie que va a ocupar.

              Una vez finalizado el debate el técnico municipal se ausenta de la sala procediéndose a votar.
              El representante de las organizaciones no gubernamentales presenta Voto particular que se elevará a la Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Urbanismo para que esta se pronuncie sobre el mismo.

“VOTO PARTICULAR MODIFICACION PLAN GENERAL PARCELA 128 POLIGONO 8 Y PARAMETROS URBANISTICOS EN SUELO RUSTICO.- ALDEMAYOR DE SAN MARTIN.- (EXPTE. CTU 95/16)
             La modificación propuesta pretende el cambio de categoría de suelo rústico con protección cultural a suelo de rústico común de una parcela de 8.278 metros cuadrados colindante con la  carretera A-601, a fin de facilitar la instalación de una superficie comercial en suelo rústico. Se modifican además seis artículos de la Normativa del PGOU, alterando las condiciones de edificación en el suelo rústico (parcela mínima, usos, planes especiales, altura máxima, cubierta y materiales de fachada) para adaptarlas a la construcción pretendida por el promotor.

             El interés público de la modificación se justifica porque “Durante los últimos años se ha detectado la necesidad de dotar de determinadas actividades comerciales en la zona ya que debido a la falta de las mismas los vecinos de Aldeamayor de San Martín se ven obligados, muchas veces a desplazarse a otros municipios cercanos para poder hacer determinadas compras. La presente modificación puntual pretende facilitar la implantación de estas actividades en zonas de suelo rústico donde se pueda justificar su existencia y vinculadas a las infraestructuras principales que atraviesan el municipio. Eso sí, sin dejar de establecer las cautelas de protección urbanística que exige el suelo rústico”.

               Por tanto, la motivación última de la modificación es facilitar la construcción de un centro comercial en suelo rústico de protección cultural, previa desprotección de la parcela y previa modificación de la normativa urbanística municipal que le impide hoy su construcción, afectando no sólo a la parcela en cuestión sino a la totalidad del suelo rústico del municipio.

              La actividad urbanística pública constituye una función pública que debe responde al interés general, asegurando que el uso del suelo se realice conforme al interés general (art. 4 LUCyL). No obstante, la modificación propuesta responde únicamente al interés particular de la mercantil promotora, pues lleva a cabo una modificación de un suelo protegido por su valor cultural sólo sobre su propia parcela, para la construcción de un espacio comercial que pretende promover en el futuro, y además pretende que se apruebe una modificación de la normativa municipal con la única finalidad de poder encajar un espacio comercial y unas futuras construcciones a la medida de su propio proyecto. Existiendo además en Aldeamayor de San Martín abundante suelo urbano y urbanizable que hace injustificada tal previsión.

                Por otro lado, la modificación no estudia la influencia de la modificación sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el PGOU, derivada de una alteración de gran trascendencia de las condiciones de edificación en todo el suelo rústico del municipio, como por ejemplo la reducción de la parcela mínima de 60.000 a 2.500 metros cuadrados.

               Por todo ello, la Modificación pretendida no responde al interés general, no acredita su interés público ni justifica su influencia sobre el modelo territorial y la ordenación general establecida por el vigente PGOU de Aldeamayor de San Martín, resultando por ello ilegal.

              Este criterio es compartido por la STSJCyL de 30 de noviembre de 2012, confirmada por STS de 4 de febrero de 2015, que en referencia a una modificación similar del PGOU de Tordesillas declara que existiendo en dicho municipio abundante suelo urbanizable industrial y en atención al principio legal de desarrollo sostenible, que exige “la protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística”, concluye que “no se ha justificado la conveniencia de la modificación, acreditando su interés público, ni tampoco su influencia sobre el modelo territorial y ordenación general definidos en el PGOU vigente”.

              En todo caso, el artículo 18.2 del texto refundido de la Ley de Comercio de Castilla y León prohíbe expresamente la implantación de los grandes establecimientos comerciales en terrenos clasificados como rústicos. Puesto que ésta es la causa última de la modificación propuesta, dado que se trata de un uso prohibido, la causa que motiva la modificación es una causa prohibida y por tanto el acuerdo no puede ser adoptado, so pena de nulidad.”
A.1.2.- PLAN GENERAL DE ORDENACION URBANA.- SANTOVENIA DE PISUERGA.- (EXPTE. CTU 22/16).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las diez y cinco minutos, comparecen el redactor del proyecto (D. José Antonio Flórez González) y el alcalde del municipio de Santovenia (D. Roberto Sánchez de la Rosa). 


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio cuenta con Normas Subsidiarias Municipales vigentes desde el año 1991. En el año 2003 se aprobó un PGOU que fue anulado en el año 2009 por Sentencia del TSJ de Castilla y León, momento en que han vuelto a estar vigentes las Normas Subsidiarias del año 1991 con todas sus modificaciones puntuales. 


Según el censo del año 2016 cuenta con 4.241 habitantes. La previsión de habitantes con el desarrollo del PGOU, en el horizonte del año 2030, sería de 5.777 habitantes. 

La propuesta que se hace en el presente PGOU es la siguiente:

· SUC – el ya consolidado con la edificación y que cumple los requisitos para ser incluido como tal. Se incluyen 14 NF, 10 residenciales y 4 industriales, en ámbitos que precisan urbanización y carecen de alguna dotación.

· SUNC – 5 sectores: 2 industriales y 3 residenciales, 1 de ellos existente y urbanizado

· S Urbanizable – 3 sectores, 1 residencial a fin de completar la corona del núcleo y conseguir un crecimiento compacto, y 2 industriales, completando vacíos, uno de ellos consecuencia de una modificación puntual de NN.SS. aprobada definitivamente y que se recoge como planeamiento asumido.

El número de viviendas existentes es de, aproximadamente, 1.700 viviendas. El suelo clasificado como suelo urbano no consolidado tiene una capacidad de 401 viviendas de las cuales 190 están acogidas a algún régimen de protección y en el suelo urbanizable, el número previsto de viviendas es de 182 viviendas de las cuales 64 son de protección. Por tanto, la previsión total de viviendas es de 583, de las cuales 254 estarán sometidas a algún régimen de protección.


SEGUNDO.-  La aprobación del AVANCE por el Pleno de la Corporación se produjo en sesión celebrada el 8 de enero de 2015; se realizó un primer acuerdo de aprobación inicial por Pleno en sesión de fecha 3 de marzo de 2016, el cual fue rechazado; hubo un segundo acuerdo de  aprobación inicial por Pleno en sesión de fecha 5 de mayo de 2016.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios relativa al AVANCE en El Norte de Castilla de fecha 22 de enero de 2015; BOCyL del 27 de enero de 2015, página web del Ayuntamiento así como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento por un período de 45 días e información pública relativa a la APROBACIÓN INICIAL en El Mundo de fecha 30 de junio de 2016; El Norte de Castilla de 1 de julio de 2016; BOCyL del 23 de junio de 2016, página web del Ayuntamiento a partir del 14 de junio de 2016 así como en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento por un período de dos meses. durante los cuales se presentaron 20 alegaciones al AVANCE y 22 alegaciones al documento técnico APROBADO INICIALMENTE.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Relativos al Trámite Ambiental:

· CHD de fecha 1/06/2015, 

· S.T. de Medio Ambiente de fecha 31/03/2015, c/prescripciones a incluir en el trámite ambiental; 2º informe de fecha 20/03/2017, favorable indicando que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural.
· D.G. de Carreteras e Infraestructuras de la Junta de CyL de fecha 30/03/2015, indica que hay un estudio informativo del desdoblamiento de la VA-113 
· Agencia de Protección Civil de fecha 23/03/2015, 

· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 10/04/2015, c/prescripciones a incluir en el trámite ambiental
· Diputación, Carreteras de fecha 16/04/2015, deben recogerse tanto la vía provincial VP-3000 como sus zonas de uso y defensa.
· Relativos al Procedimiento Urbanístico:
· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 13/04/2016, favorable con prescripciones tanto arquitectónica como arqueológicamente; 2º inf. de fecha 15/06/2016, reiteran el anterior informe 
· CHD de fecha 7/06/2016, favorable con prescripciones en los SUNC U-1 y U-3 (las deberán recoger en las fichas)
· Ministerio de Defensa de fecha 23/03/2015, favorable (AVANCE); 2º inf. a la AI de fecha 19/09/2016, favorable 
· Diputación, Carreteras de fecha 13/06/2016, favorable
· Agencia de Protección Civil de fecha 18/03/2016

· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 10/06/2016

· Demarcación de Carreteras del Estado de fecha 5/10/2016, favorable
· S.T. de Fomento, carreteras de fecha 14/03/2016 desfavorable; 2º inf. de fecha 23/05/2016, favorable
· ADIF de fecha 18/08/2016, aporta plano con líneas de afección
· Ministerio de Industria, D.G. de Telecomunicaciones de fecha 16/03/2016 favorable; 2º inf. De fecha 11/05/2016 favorable
· Subdelegación de Gobierno de fecha 17/05/2016, favorable
· S. T. de Fomento emitido el 6 de septiembre de 2016, que señala:

““Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR FAVORABLEMENTE condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones:


1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento.


2.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con el artículo 52 bis de la LUCyL, 157 del RUCyL y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.


3.- El vertedero de residuos peligrosos de Cetransa, debería clasificarse como Suelo Rústico de protección de Infraestructuras, de conformidad con el art. 35 del RUCyL, y no, tal y como se ha recogido, como Suelo Rústico de Protección Natural: Infraestructura de recogida y tratamiento de residuos.


Igualmente el monte de UP 4-1, colindante al vertedero, debería incluirse en la categoría de Suelo Rústico de Protección Natural y no en la de protección especial, no obstante se estará a lo que señale el S.T. de Medio Ambiente en su informe.


4.- Se deberán recoger y tener en cuenta su afección, la gran cantidad de líneas eléctricas que atraviesan el suelo urbano.


5.- La delimitación del ASVE Rio Pisuerga grafiado en los planos, ocupa una superficie menor a lo señalado en las DOTVAENT en la zona donde se ubican los campos deportivos. De igual manera en el lugar donde la Ronda cruza el rio.


6.- Se deberán tener en cuenta los distintos instrumentos de planeamiento que se encuentran en tramitación para, caso de que sean aprobados definitivamente antes de la aprobación del PGOU recogerlos en el nuevo documento como planeamiento asumido, o bien si por el contrario se desiste de su tramitación y se pospone su ordenación detallada a lo recogido en el PGOU, se justificará y solicitará el correspondiente desistimiento. Si por el contrario no se aprobaran definitivamente antes de la finalizar con la tramitación del presente PGOU, se indicará la opción elegida para dichos ámbitos.


7.- Respecto a la calificación y ordenación del suelo urbano planteado, se deberán subsanar los siguientes aspectos:

· La ordenación prevista en el sector de SUNC U2, incluye un viario, denominado Plaza Caseta al cual dan frente dos pastillas de viviendas unifamiliares adosadas. El viario por el cual tienen acceso dichas viviendas ya existe, por lo que se justificará por qué se incluye dentro de la delimitación del sector de suelo urbano. 

· Se deberá ordenar y calificar adecuadamente, el ámbito de CLH en colindancia con el U 5, ya que se ha incluido como viario público un viario, que no se sabe si es privado o no, por el cual se accede a CLH pero que además dará acceso al sector industrial.

· El viario existente, colindante a la Iglesia deberá estar calificado como viario y no como ELP.

· Así mismo, el viario colindante al cementerio es un viario peatonal, por lo que deberá hacerse constar dicha condición.

· Dadas las características de la Plaza de España, debería considerarse como Viario más que como ELP.

· Al haberse suprimido la adscripción del SG 8 a la NF 1, el viario previsto en ella no cuenta con salida incumpliendo los requisitos establecidos en el CTE en cuanto a accesibilidad en situaciones de emergencia. En igual situación se encuentran gran parte de los viarios del municipio, que son viarios en fondo de saco, sin posibilidad de permitir el giro de vehículos de emergencia y superando la distancia límite para no disponer de él. Por ello, se deberá dar cumplimiento a lo exigido en el Documento Básico DB-SI “Seguridad en Caso de Incendio” del Real Decreto 314/2006, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, en particular en el apartado 1.2.5 “En las vías de acceso sin salida de más de 20 m de largo se dispondrá de un espacio suficiente para la maniobra de los vehículos del servicio de extinción de incendios”

· No se ve mucha razón de ser a la NF 8 ya que la apertura viaria propuesta no se considera necesaria, salvo que se justifique su necesidad.

· De conformidad con la Disposición Adicional Única del RUCyL, el cementerio se debería incluir en el sistema de Equipamientos y no, tal y como se ha recogido, en el de Servicios Urbanos.

· Se deberá señalizar la existencia y ubicación del cementerio privado asignándole una calificación. Se señalizará la banda de protección de conformidad con lo señalado en la Ley de Policía Sanitaria Mortuoria.

8.- En la normativa se deberán subsanar las siguientes cuestiones:

· Se deberán adecuar los regímenes de uso de las distintas categorías de suelo a lo señalado en el RUCyL para cada una de ellas.

· Las viviendas en suelo rústico, vinculadas a otras instalaciones se consideran siempre usos autorizables y no permitidos, por lo que se deberá modificar lo señalado en el artículo 132.1.1 de la normativa.

· Ya que se ha optado por señalar los parámetros de ocupación máxima de parcela y de superficie máxima construida en suelo rústico, estos deberán estar en relación y no ser incompatibles.

· Deberá reconsiderarse la posibilidad que se ofrece de superar la edificabilidad en casos extraordinarios en SRPC, así mismo se aclarará a qué se refiere lo de “la edificabilidad existente en la edificación actual” puesto que no siempre existen edificaciones en las parcelas.

· En el art. 132.5 se suprimirá la referencia al APHA puesto que este suelo no es SRPN sino SRPA.

· Se modificará el art. 110.3 de la normativa en el sentido de que los posibles fondos de saco cumplirán las condiciones del CTE para ese tipo de viales (Documento Básico DB-SI, apartado 1.2.5)

· Se revisará la definición de núcleo de población del art. 130 de la normativa, ya que la referencia del art. 57.e del RUCyL ya no tiene razón de ser.

9.- En las fichas de ordenación se han detectado las siguientes deficiencias:

· Al estar gran parte del sector de SUNC U-3, situado sobre un yacimiento arqueológico (Santovenia de Pisuerga), deberá incluirse en la ficha la necesidad de realizar un control o sondeos, según determine el S.T. de Cultura. Igualmente en la  NF 09 y en el sector de SUNC U-2. 

· Sería conveniente señalar en la ficha del U-5 los ámbitos de alerta e intervención de los planes de emergencia de CLH, dada la repercusión que tiene en los posibles usos.

· Se considera que las escalas señaladas en las fichas U-1 y  U-2, no son correctas.

· Se grafiará más claramente la cota del viario de la NF 2

· En la ficha de la NF 10 se recogerán las condiciones, sobre todo de exceso de altura, de acuerdo con el ED tramitado.

· Existe un error en la ficha de la NF 4 en el sentido de que el uso pormenorizado es el de unifamiliar adosada y no el de Núcleo tradicional. De igual forma en la NF 6 los usos pormenorizados son el núcleo tradicional y el unifamiliar adosado.

10.- Se estima que en los planos deberá subsanarse lo siguiente:

· Se debería reconsiderar el sistema de grafismo utilizado en los planos de ordenación, en los aspectos siguientes: 

· En los planos de ordenación del suelo urbano, a esc. 1/2500, las siglas que señalan los sectores (U1,…,S1,…) en el plano PO 07 están en rojo y en el PO 09 en negro, que se ve mejor.

· En los planos de ordenación a esc. 1/1000, las parcelas lucrativas incluidas en las NF y en los sectores de SUNC deberían contar con el color correspondiente a su calificación, ya que en unos casos si que se ha puesto y en otros no, lo que da lugar a error. 

· Se recomienda que el trazo de delimitación de los sectores y NF sea mas grueso a fin de poderlos distinguir con mayor claridad.

· En los planos de ordenación a 1/1000 se deberían grafiar las aceras.

· Sería conveniente, para una mayor claridad, delimitar con trazo, el ámbito del yacimiento en el plano PO 07 correspondiente a la Clasificación de suelo urbano, a fin de distinguir claramente cual es la delimitación del yacimiento.

11.- Se resolverán los siguientes errores:

· El número de sectores de SUNC señalado en el art. 5.2 de la memoria vinculante es erróneo al señalar 6 cuando en realidad son 5

· Se modificará la adscripción de SS.GG. (SG 8) a la NF-1 recogida en el art. 141 de la normativa por haberse eliminado. De la misma manera, se reconsiderarán las prioridades asignadas ya que el SG 4 también ha sido eliminado.

· Existe un error en la cifra de los SS.GG. de ELP existentes del resumen del documento normativo (pg 38) (pone 46.335,39 y en realidad la suma es 46.355,39)

· No se corresponden las leyendas de los planos de ordenación del suelo rústico con las tramas utilizadas. En concreto en el plano PO 03 existen más tramas verdes en los planos que en la leyenda.

· Debería hacerse coincidir las tramas utilizadas para las distintas calificaciones de suelo entre los planos a 1/1000 y los de 1/2500 (por ejemplo la trama del Conjunto Homogéneo no se corresponde)

· Se deberá incluir en los círculos de afección de Cetransa y CLH una leyenda de su significado.

· Existe un error en la leyenda del plano PO 06 respecto al cauce que corresponde al rio Pisuerga y no al Esgueva.

· En el plano PO 08 se deberá poner la trama correspondiente a ELP del SS.GG. 2.

· Existe un error en el plano guía del plano PO 10.5 en el cual se ha señalado la hoja 1 en vez de la hoja 5.

· En el plano PO 12 existe un error en la consideración de SS.GG. de ELP existentes a un viario próximo al colegio. 

· Se ha incluido en el plano PO 12, como SS.GG. con la trama pero sin sigla, un solar donde al parecer se ubica el edificio de correos el cual se ha computado en el resumen de superficies. Así mismo, en el mismo plano se ha incluido un solar, en la C/ Real, próximo al edificio de correos, con la trama y la sigla de SS.GG. pero que no viene computado en el cuadro resumen.

· Falta poner la trama de ELP anexo a viario en algunas zonas, se han detectado entre otros: plano PO 07 viario en continuidad con la carretera, ficha del U 2, ficha de la NF 7.”

              Consta así mismo, informe de Evaluación del Impacto de Género, en virtud de la Ley 1/2011, de 1 de marzo, de evaluación del impacto de género en Castilla y León.


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la la Orden FYM/1004/2017, de 2 de noviembre por la que se formula la declaración ambiental estratégica del Plan General de Ordenación Urbana de Santovenia de Pisuerga, publicada en el BOCyL nº 221, del 17 de noviembre de 2017.


SEPTIMO.- El acuerdo de la primera aprobación provisional se adoptó en sesión de Pleno de fecha 1 de junio de 2017 y el acuerdo correspondiente a la segunda aprobación provisional, en sesión de fecha 14 de diciembre de 2017, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 

OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 24 de enero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el Plan General de Ordenación Urbana.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, no resultan subsanados todos los extremos reseñados en los informes sectoriales y en el informe del Servicio Territorial de Fomento, lo cual impide su aprobación definitiva.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Santovenia de Pisuerga, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan General de Ordenación Urbana de Santovenia de Pisuerga, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- La denominada Unidad Paisajística 4.1 se ha incluido como Suelo Rústico con Protección Especial Paisajística. En virtud de lo señalado en el art. 37 del RUCyL que señala: “se incluirán en la categoría de suelo rústico con protección natural los terrenos que se clasifiquen como suelo rústico y se encuentren en alguna de las siguientes circunstancias: a) Los terrenos que deben ser objeto de especial protección conforme a la normativa ambiental” deberá cambiarse la categoría de protección en la cual se ha incluido.
2.- Se aportarán las páginas correspondientes a los artículos modificados que se señalan en el antecedente vigesimosegundo del 2º acuerdo de aprobación provisional (pg 68, 70 y 109 de la normativa). 

A este respecto hay que señalar que en la ordenanza de Equipamientos, donde se recoge de forma excepcional, la no necesidad de cumplir los parámetros de ocupación máxima y edificabilidad, deberá completarse con la indicación de un límite máximo que no debe alcanzar el 100%. 

Así mismo, deberá recogerse un valor para los retranqueos y respecto a la indicación, de que el parámetro de altura no se puede superar, esta excepcionalidad ya está recogida en la normativa, por lo que se aclarará si realmente se puede superar o no. 

3.- Se recogerá en las fichas de ordenación las siguientes cuestiones:

· Se señalará en todas las fichas, tanto de las NF como de los sectores de SUNC que se encuentren afectados por el yacimiento arqueológico “Santovenia de Pisuerga”, la necesidad de realizar control o sondeo arqueológico, según indique el Servicio Territorial de Cultura y Turismo. Al menos, se ha detectado que falta la citada indicación en las fichas correspondientes a NF 6a, NF 6b y U1.

· En la ficha de la NF 10 se recogerán las condiciones, sobre todo de exceso de altura, de acuerdo con el ED tramitado.

· En las fichas de los sectores de suelo urbano no consolidado U1 y U3 se deberá incluir la condición señalada en el informe de CHD respecto de la prohibición de construcción de sótanos o plantas bajas por debajo de la cota actual del terreno. 

4.- En la documentación gráfica se completarán los siguientes aspectos:

· Se deberá modificar la línea del SS.GG. Ferroviario ADIF incluyendo los suelos del SS.GG. 8 y la rotonda de acceso al núcleo urbano, ya que la delimitación aportada por el citado organismo no se corresponde con la grafiada en los planos del PGOU.

· Se han grafiado las líneas eléctricas que atraviesan el núcleo urbano pero no se ha señalado su denominación, tensión y zonas de afección, caso de ser necesario. La identificación de las líneas deberá hacerse tanto en el plano de suelo urbano, como en el plano de clasificación del término.
· Se deberá señalar en el plano de clasificación del término, la carretera VP-3000 e incluir la denominación del resto de infraestructuras: VA-30, Ferrocarril, etc 

· Se ha incluido el cementerio privado como Servicios Urbanos – Cementerio, habiéndose señalado su banda perimetral de protección de 15 m. 

En virtud de lo señalado en la D.A. Única del RUCyl, los cementerios estarían considerados Equipamientos y no Servicios Urbanos, lo que deberá subsanarse. 

Así mismo, y en relación con las dos ampliaciones recogidas y señaladas como permitidas, no consta en este Servicio Territorial que se haya tramitado ninguna autorización de uso para dicha ampliación, no obstante desde el documento de PGOU que se tramita se podrá incluir dicha ampliación, pero sin señalar la condición de “permitido” ya que no la posee. 

Respecto al grafismo utilizado para señalizar dichos ámbitos de ampliación, hay que indicar que la trama utilizada es la correspondiente a “Zonas degradadas por extracción de áridos, graveras y vertederos” cuando la trama, si el uso previsto es el de cementerio, debería ser otra.

· Existe una parcela en la cañada de la Aguilera clasificada como suelo urbano consolidado y calificada como Servicios Urbanos. 

En el plano PO 10.8 se recoge con las siglas E y SU, debiendo ser o una u otra, e igualmente, en el plano PO 12 se señala con el símbolo de Servicios Urbanos y con la trama de Equipamiento. 

La misma cuestión se detecta en la parcela de la EDAR que cuenta con ambas calificaciones. 

Para su mejor identificación, la parcela de la EDAR debería denominarse en todos los planos donde figure.

· Sería conveniente que los ámbitos señalados con las siglas PA Planeamiento Asumido, se acompañaran de la identificación del instrumento que los desarrolla. En los correspondientes a suelos que provienen del desarrollo de sectores urbanizables sí que se ha señalado, pero el suelo urbano consolidado que, previsiblemente provenga de Estudios de Detalle, no se ha señalado nada, considerándose necesario que se defina.

· Sería conveniente señalar las líneas de afección de CLH y Cetransa con un trazo ligeramente más grueso y con una leyenda para una mejor identificación. 

· El viario por el cual se accede a CLH se ha grafiado con carácter público y de hecho, a él da frente el sector de SUNC U-5, no obstante dicho viario acaba en el acceso a una finca privada sin posibilidad de giro ni salida, al existir una mediana central que lo impide, incumpliendo por tanto el CTE en su Documento Básico DB-SI “Seguridad en Caso de Incendio”. Se resolverá dicha cuestión.
· Se ha incluido la condición de viario peatonal de todos aquellos viarios que cuentan con tal condición en el plano de ordenación del Suelo Urbano PO 07, no obstante la misma no se ha señalado en los planos de Ordenación a mayor escala (planos PO 10.1 y 10.3). 

5.- Respecto a la normativa de suelo rústico, deberá subsanarse lo siguiente:

· En el suelo rústico de protección agropecuaria el uso de vivienda es un uso prohibido por lo que en las condiciones de edificación que hacen alusión a él y son de aplicación a este uso, deberán suprimirse. (art. 131.2.5 de la normativa).

· En el suelo rústico de protección de infraestructuras (art. 131.3 de la normativa), deberán señalarse condiciones de edificación concretas para los distintos usos permitidos y autorizables.

· En las condiciones de edificación de los usos autorizables en suelo rústico de protección natural se indica una superficie máxima de 0.1 m2/m2, con un máximo de 500 m2 además de la existente en las edificaciones actuales… Sería conveniente señalar un régimen especial para las ampliaciones de las edificaciones existentes, por ejemplo en un porcentaje de ampliación de superficie, en función de lo que ya posean, y con un límite máximo.

· Si tal y como parece desprenderse del art.131.6.B).1 de la normativa, en los suelos rústicos de especial protección paisajística y zonas inundables, se prohíbe cualquier tipo de edificación, no parece adecuado que se señalen como usos autorizables “Obras públicas e infraestructuras en general, así como las construcciones…..” o bien “Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agraria…..”.
6.- Se subsanarán los siguientes errores:

· Si, tal como señala la DIA, el centro de tratamiento de residuos de Cetransa se desarrolló por un Proyecto Regional se deberá señalar con esa denominación en todo en documento. (existen sitios donde se habla de Plan Regional).

· El número de NF señaladas en el art. 4.2.1 de la memoria vinculante (pg 49) donde se señalan 13 unidades, 9 residenciales y 4 industriales, cuando en realidad son 14, 10 residenciales y 4 industriales, por desdoblamiento de la unidad NF 6 en dos, NF 6a y NF 6b.

· La posible adscripción de SS.GG. (SG 8) a la NF-1 recogida en el art. 141 de la normativa.

· No se corresponden algunas leyendas de los planos de ordenación del suelo rústico con las tramas utilizadas. En concreto en el plano PO 03 existen más tramas verdes en los planos que en la leyenda.

· En el plano PO 07se ha suprimido la trama correspondiente a ELP de la Plaza de España, condición que figura en el plano PO 10.1 y en el plano PO 12 correspondiente a SS.GG. donde se recoge como un Sistema General existente. Caso de que se trate de un error se incluirá la trama correspondiente, en caso contrario se suprimirá de los otros planos.

· Se modificará la sigla de EL por la de LP (caso de que sea la correcta) del plano PO 10.3 que está ubicada en una isleta entre las calles Real y de Jesús. En el mismo plano, y en relación con otra isleta situada entre las calles camino del Aguachal y Democracia, que cuenta con la trama correspondientes a espacio libre público pero no contiene las siglas.

· Igual cuestión en el plano PO 10.9 en los espacios libres situados junto al rio.

· Se ha detectado un error en la trama utilizada en la parcela edificable de la NF-8 grafiada en el plano PO 10.6 que no se corresponde con la calificación asignada.

· La leyenda del plano PO 12 relativo a los ELP previstos, donde se indica el SG-5 cuando en realidad se trata del SG-4.

              A lo largo de la exposición por la técnico arquitecto del Servicio Territorial de Fomento, se planteó aclaración de algunas cuestiones inherentes al PGOU de Santovenia de Pisuerga (unidad paisajística 4, ampliación del cementerio privado para recuperar dos graveras degradadas, antigua VP 3000 actual calle del municipio (suelo urbano)), con el fin de posibilitar una rápida corrección de los errores.
             Al promotor realmente le preocupa el punto segundo de las deficiencias advertidas cuyo enunciado es:

            “A este respecto hay que señalar que en la ordenanza de Equipamientos, donde se recoge de forma excepcional, la no necesidad de cumplir los parámetros de ocupación máxima y edificabilidad, deberá completarse con la indicación de un límite máximo que no debe alcanzar el 100%”. , 
             En realidad, en el PGOU de Santovenia de Pisuerga que ahora se propone suspender, no viene en ningún lugar que los equipamientos tengan que estar ocupados al 100%, sólo se ha efectuado tal ocupación excepcionalmente para una parcela muy pequeña en la que se pretende construir un centro cívico municipal.
            La técnico exponente señala que se podría admitir la ocupación total en parcelas no muy grandes debiéndolo concretar la redacción del PGOU. 

            El alcalde antes de ausentarse de la sala para proceder a la votación se despide manifestando que les urge la aprobación definitiva del PGOU del municipio para la construcción de una guardería y espacios comunes necesarios para la colectividad y que harán todo lo posible para agilizar la tramitación con las indicaciones señaladas.
            Antes de la votación el representante de las organizaciones no gubernamentales expone que existen más deficiencias de las advertidas en la propuesta del acuerdo de suspensión del PGOU de Santovenia de Pisuerga:
     “Respecto al contenido documental del PGOU:

· Se incluirá el estudio de la evolución demográfica y de las necesidades de vivienda y de suelo para actividades productivas, así como de la evolución del mercado de suelo (art. 111.1.a.5º RUCyL), que justifique el suelo urbanizable propuesto según el análisis de las demandas de suelo para usos residenciales (art. 27.2.a RUCyL).

· Se incluirá el estudio de movilidad urbana en relación con las infraestructuras de transporte y en especial con el sistema de transporte público (art. 111.1.a.6º RUCyL), de gran importancia en un municipio como Santovenia de Pisuerga, con una estrecha relación con la capital regional hoy resuelta a través del uso casi exclusivo del automóvil privado.

1. Respecto a la clasificación del suelo:

· Se clasificará como suelo rústico con protección especial al menos la parte del Sector U-3 de suelo urbano no consolidado afectada por las avenidas con 100 años de período de retorno, según lo establecido en el artículo 18.4 del RUCyL, teniendo en cuenta que dichos terrenos son actualmente suelo rústico común.

· Se clasificará como suelo rústico con protección especial el Sector U-5 de suelo urbano no consolidado, situado en el ámbito de influencia territorial de los accidentes industriales graves de CLH (art. 18.5 RUCyL), de acuerdo a las franjas de seguridad recogidas en la Memoria Informativa, teniendo en cuenta que actualmente es suelo rústico común.

· Conforme al artículo 36.3 de la LUCyL, se reflejará en los Planos de Ordenación las distancias establecidas en el artículo 18.6 del RUCyL para las líneas de transporte de energía eléctrica en alta tensión 220 kV La Mudarra-Renedo, existente y proyectada, que es 110 metros desde la proyección del eje de las líneas a la superficie.

              Al margen de dichas subsanaciones, se considera que por el riesgo ambiental que conlleva, el PGOU debería prohibir expresamente la ampliación del vertedero de residuos peligrosos de CETRANSA, fuera de los límites recogidos por el Proyecto Regional aprobado por la Junta de Castilla y León, máxime teniendo en cuenta su localización en suelo rústico con protección natural, en un entorno en el que las DOTVAENT hacen especial hincapié de protección.”

           El Presidente de la Comisión advierte que estas consideraciones las podía haber efectuado el representante de las organizaciones no gubernamentales delante del arquitecto redactor y representante de la Corporación Local para que así pudiesen rebatir lo expuesto, si lo estimasen oportuno.

           La técnico exponente responde a las puntualizaciones: 
-En relación con el estudio de movilidad si no se ha destacado nada en la propuesta será que se encuentra incluido en el PGOU.

-Respecto a las líneas de transporte y distribución de energía eléctrica de alta tensión se le ha pedido al arquitecto redactor que las identifique para valorar su repercusión. 
-La Confederación Hidrográfica del Duero ha emitido informe favorable al PGOU y en la zona inundable permite una serie de usos.

 -CLH tiene marcadas las líneas de afección y dentro de las mismas, se encuentran determinados los usos posibles. 

           El representante de las organizaciones no gubernamentales considera que no se puede clasificar de tal modo sino como recoge el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en su artículo 18.5.
2.- Autorizaciones de uso excepcional 

A.2.1.- CASETA GRUPO ELECTROGENO.- QUINTANILLA DE ONESIMO.- (EXPTE. CTU 017/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 16 de febrero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 12 de enero de 2018 y en el diario El Norte de Castilla de 10 de enero de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 13 de febrero de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es VEGA CLARA, S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para caseta para grupo electrógeno, que se ubicará en la parcela 10090 del polígono 5 de Quintanilla de Onésimo, con una superficie catastral de 45.665 m².


Se proyecta una pequeña caseta para albergar un grupo electrógeno que dará servicio al pozo vinculado a la actividad (bodega y viñedos), situándose lo más cercano posible al mismo. La construcción tiene una superficie de 5 m² útiles y 6,75 m² construidos.


En la misma parcela existe una construcción destinada a bodega, desarrollada en planta baja y primera, con una superficie construida de 1.541 m² que fue autorizada por la Comisión Territorial de Urbanismo con fecha de 21 de diciembre de 2010 y el ayuntamiento concedió licencia urbanística mediante resolución de Alcaldía de fecha 10 de febrero de 2011, según certificado municipal, en el que se indica que no hay constancia de que se haya iniciado expediente sancionador.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN y SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS, por la afección de la carretera nacional N-122, por las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo.


La caseta proyectada se ubica en la zona clasificada como SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS.


CUARTO.- El uso de la construcción propuesta es para proteger el grupo electrógeno que dotará de electricidad al pozo que abastece de agua tanto a la propia bodega como a los viñedos. Por lo tanto es una mejora en la dotación de servicios de la bodega ya autorizada y los viñedos, y una ampliación al suponer un aumento de la superficie construida.


El artículo 8.3 de las NUM regula el régimen de usos en SRPI, y sería un uso sujeto a autorización tanto “Las construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agrícola, ganadera, forestal y cinegética” para la dotación de agua a los viñedos; como “Obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes” para la dotación de agua a la bodega. 


Así mismo, el precitado artículo de las NUM establece las distintas áreas de la carretera Nacional N-122, según la Ley de Carreteras Ley 25/1988, derogada por la Ley 35/2015, que regula en los artículos 29 y siguientes las diferentes zonas de dominio público, servidumbre, afección y. límite de edificación. En particular el artículo 33.4 establece “No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, en las variantes o carreteras de circunvalación, cualquiera que sea su clasificación, que se construyan con el objeto de evitar el paso por poblaciones, la línea límite de edificación se situará a 50 metros, medidos horizontal y perpendicularmente al eje, a partir de la arista exterior de la calzada, en toda la longitud de la variante.”

La construcción objeto de la presente consulta se ubica a 57,23 metros según la documentación aportada, quedando fuera de la línea límite de la edificación y dentro de la zona de afección de la carretera.


QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 57.a) y f) del RUCyL: “a) Construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agrícola, ganadera, forestal, piscícola y cinegética.” y “f) Obras de rehabilitación, reconstrucción, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación, para su destino a su anterior uso o a cualquiera de los demás usos citados en este artículo.”, en relación con el artículo 63.b) de la misma norma.


SEXTO.- Ante la ausencia de condiciones específicas para las edificaciones en suelo rústico con protección de infraestructuras, se aplican las condiciones de edificación en suelo rústico común, que se regulan en el artículo 8.1.2 de las NUM y para edificaciones de interés público son las siguientes:

· Parcela mínima a efectos edificatorios: La catastral

· Altura máxima: 2 plantas ó 10 metros. Podrá sobrepasarse dicha altura de forma excepcional si existen razones técnicas debida y sobradamente justificadas, siendo en todo caso necesaria la autorización expresa al respecto.

· Retranqueos mínimos a linderos: 3 metros.

· Edificabilidad máxima: libre.


La caseta proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, tal y como indica los informes técnicos municipales.


SÉPTIMO.- Consta la Autorización de la Demarcación de Carreteras del Estado en Castilla y León Occidental, de fecha 1 de septiembre de 2017, con condiciones.


OCTAVO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 16 de marzo de 2017, el cual comprueba que el proyecto no presenta coincidencia geográfica con los elementso del Medio Natural y concluye que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otras, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000 y que no existen afecciones sobre otros aspectos ambientales.


NOVENO.- El interés público de la instalación, queda justificado en el expediente de autorización de uso excepcional de la bodega, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, que viene determinado por “estar vinculado con la producción agropecuaria del término municipal”.

DÉCIMO.- La dotación de servicios estaba resuelta por el promotor en la bodega existente, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL.


UNDÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DUODÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para caseta grupo electrógeno en la parcela 10090 del polígono 5, en el término municipal de Quintanilla de Onésimo, promovida por VEGA CLARA, S.L.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. 


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias consuelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

          Al final de la exposición, con anterioridad a la votación, el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo propone que se incluya el texto que propone para la salvaguarda del patrimonio cultural que se transcribe a continuación: 

           “Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan”.
A.2.2.- BODEGA.- VALBUENA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 009/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 26 de enero de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 5 de marzo de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 25 de septiembre de 2017 y en el diario El Norte de Castilla de 21 de septiembre de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 16 de enero de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es BODEGAS Y VIÑEDOS  VALDEBODEGA, S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para bodega, que se ubicará en la parcela 6 del polígono 9 de Valbuena de Duero, con una superficie catastral de 39.150 m².


Se proyecta un único edificio de planta rectangular que albergará la nave de producción, con una zona de oficinas en el frente y en dos plantas. El total de la superficie es de 764,05 m² útiles y 821,11 m² construidos.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO DE ESPECIAL PROTECCIÓN AGROPECUARIA (SRPA) por las Normas Urbanísticas Municipales de Valbuena de Duero.


La parcela es colindante con la carretera VP-3012, realizándose las obras fuera de la zona de afección de la misma.


CUARTO.- De conformidad con el artículo 140 de las NUM, en Suelo Rústico con Protección Agropecuaria se establece que:

“En esta zonas se prohibe cualquier edificación e instalación que no esté relacionada con la actividad económica agraria o pecuaria , en todo caso debe estar adscrita a una explotación agropecuaria conforme a los parámetros señalados en el artículo 134.

Con carácter excepcional podrán autorizarse las edificaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social que deban ubicarse en este tipo de terrenos y no sea posible instalarlas en otro ámbito, siempre que no afecten negativamente al aprovechamiento forestal de los terrenos circundantes.”


En el caso que nos ocupa, la bodega está vinculada a los viñedos de la misma parcela.


QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 57.g) del RUCyL “Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”, en relación con el artículo 62.b) de la misma norma.


SEXTO.- Se regulan en el artículo 140 de las NUM las condiciones específicas para el suelo rústico de Especial Protección Agropecuaria, que remite a los parámetros señalados en el artículo 134:

· Parcela mínima: la Unidad Mínima de Cultivo, que para regadío son 2 Ha.

· Altura máxima: 12 metros desde la cota del terreno.

· Retranqueos mínimos: 7 m a linderos y 10 m a caminos.

· Edificabilidad máxima, se establece en función de la superficie de la parcela:

Para los primeros 5.000 m²: 0,40 m²/m²

De 5.000 a 20.000 m²:         0,20 m²/m²

De 20.000 m² en adelante:   0,10 m²/m²

· Ocupación: 30 %

· Plantación de arbolado: 2 filas de árboles.


La bodega proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos, tal y como se indica en el informe técnico municipal.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente informe favorable del ST de Agricultura y Ganadería de fecha 12 de diciembre de 2017.


OCTAVO.- Consta en el expediente informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 27 de febrero de 2018, el cual comprueba que el proyecto no presenta colindancia ni coincidencia geográfica con elementos del Medio Natural y concluye que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otras, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000 y que no son de esperar afecciones significativas sobre el paisaje y otros aspectos ambientales.

NOVENO.- Consta en el expeciente el informe de afecciones a carreteras provinciales, emitido por la Diputación de Valladolid con fecha 25 de septiembre de 2017 con carácter favorable.


DÉCIMO.- El proyecto justifica el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, que viene determinado por “ser una inversión vinculada a la producción vitícola del la zona. Es necesario resaltar que este tipo de instalaciones deben encontrarse en el área geográfica de la zona de producción de la Denominación de Origen, siendo conveniente que se encuentren lo más próximas a los viñedos que las abastecen, evitándose la pérdida de calidad en la uva por largos traslados.”

UNDÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, que son los de la bodega que se amplía: 

· Acceso:  Se realiza desde camino perpedicular a la carretera VP-3012.

· Abastecimiento de agua: mediante un pozo.

· Saneamiento: con Estación depuradora monobloque y conexión a la red municpal.

· Suministro de energía eléctrica: a través un centro de transformación.


DUODÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOTERCERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León,  las Normas Urbanísticas Municipales de Valbuena de Duero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para bodega  en la parcela 6 del polígono 9, en el término municipal de Valbuena de Duero, promovida por BODEGAS Y VIÑEDOS  VALDEBODEGA, S.L.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias consuelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

          Al final de la exposición, al igual que en el supuesto anterior, previamente a la votación, el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo, propone que se incluya el texto que se transcribe a continuación: 

           “Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan”.

3.- Declaraciones de caducidad y desistimiento
A.3.1.- DECLARACIÓN CADUCIDAD PLAN PARCIAL SECTOR 6 DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES.- LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 26/10).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 17 de marzo de 2010, el alcalde de LA PEDRAJA DE PORTILLO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo acerca del Plan Parcial Sector 6 de las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 26  de julio de 2010, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con el Plan Parcial Sector 6 de las Normas Urbanísticas Municipales de LA PEDRAJA DE PORTILLO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 7 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de LA PEDRAJA DE PORTILLO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación del Plan Parcial Sector 6 de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo Regional de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de LA PEDRAJA DE PORTILLO, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente del Plan Parcial Sector 6 de las NUM de LA PEDRAJA DE PORTILLO.

A.3.2.- DECLARACIÓN CADUCIDAD  PLAN ESPECIAL SECTOR SRAI 12.- TRASPINEDO.- (EXPTE. CTU 83/11).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 25 de mayo de 2011, el alcalde de Traspinedo solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo antes de aprobar inicialmente el  Plan Especial Sector SRAI 12.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 19 de julio de 2011, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con el  Plan Especial Sector SRAI 12 de TRASPINEDO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación del Plan Especial SECTOR SRAI 12, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 8 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de TRASPINEDO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación del Plan Especial Sector SRAI 12, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo d Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo Regional de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de TRASPINEDO, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente del Plan Especial Sector SRAI 12 TRASPINEDO.

A.3.3.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN PUNTUAL NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES Nº 3 SUNC 6.- EL CARPIO.- (EXPTE. CTU 224/07).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 14 de junio de 2007, el alcalde de EL CARPIO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación Puntual de las  Normas Urbanísticas Municipales, nº 3, SUNC 6. 


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 26 de diciembre de 2007, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 3, SUNC 6, de EL CARPIO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 7 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de EL CARPIO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo regional de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de EL CARPIO, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 3, SUNC 6 de EL CARPIO.

A.3.4- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN NORMAS SUBSIDIARIAS DE PLANEAMIENTO MUNICIPAL PARCELA 21B POLÍGONO 8- ESGUEVILLAS DE ESGUEVA.- (EXPTE. CTU 50/11).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 7 de abril de 2011, la alcaldesa de ESGUEVILLAS DE ESGUEVA solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias (parcela 21b polígono 8).


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 23 de mayo de 2011, fue remitido informe dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación Puntual de las  Normas Subsidiarias, parcela 21b polígono 8, de Valdestillas, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modifiacción Puntual de las Normas Subsidiarias, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 8 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de ESGUEVILLAS DE ESGUEVA para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias anteriormente mencionada, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Subsidiarias de ESGUEVILLAS DE ESGUEVAy demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias, (parcela 21b polígono 8) de Esguevillas de Esgueva.

A.3.5.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN PUNTUAL DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES. AMPLIACIÓN DE SUELO URBANO (PARCELA 5121 POLIGONO 17).- VILLABRÁGIMA.- (EXPTE. CTU 85/10).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 16 de junio de 2010, el alcalde de Villabrágima solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, ampliación de suelo urbano en la parcela 5121 del  polígono 17.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 23 de septiembre de 2010, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, parcela 5121 del polígono 17 de Villabrágima, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 7 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de Villabrágima para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de Villabrágima, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, ampliación de suelo urbano en la parcela 5121 del polígono 17 de Villabrágima.

A.3.6.- DECLARACIÓN CADUCIDAD PLAN PARCIAL SECTOR 15.2 “BODEGAS LA HORCA-2” DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES.- FUENSALDAÑA.- (EXPTE. CTU 26/10).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 3 de septiembre de 2009, el alcalde de FUENSALDAÑA solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo acerca del Plan Parcial Sector 15.2 “BODEGAS LA HORCA-2” de las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 22 de abril de 2010, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con el Plan Parcial Sector 15.2 “BODEGAS LA HORCA-2” de las Normas Urbanísticas Municipales de FUENSALDAÑA, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 7 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de FUENSALDAÑA para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación del Plan Parcial Sector 15.2 “BODEGAS LA HORCA-2” de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de FUENSALDAÑA, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente del Plan Parcial Sector 15.2 “BODEGAS LA HORCA-2” de las NUM de FUENSALDAÑA.

A.3.7.- DECLARACIÓN CADUCIDAD PLAN PARCIAL SECTOR 5 DE LAS NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES.- LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 27/10).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 17 de marzo de 2010, el alcalde de LA PEDRAJA DE PORTILLO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo acerca del Plan Parcial Sector 5 de las Normas Urbanísticas Municipales.


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 26  de julio de 2010, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con el Plan Parcial Sector 5 de las Normas Urbanísticas Municipales de LA PEDRAJA DE PORTILLO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 7 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de LA PEDRAJA DE PORTILLO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación del Plan Parcial Sector 5 de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de LA PEDRAJA DE PORTILLO, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente del Plan Parcial Sector 5 de las NUM de LA PEDRAJA DE PORTILLO.

A.3.8.- DECLARACIÓN CADUCIDAD MODIFICACIÓN PUNTUAL NORMAS URBANÍSTICAS MUNICIPALES SUNC 6.- LA PEDRAJA DE PORTILLO.- (EXPTE. CTU 28/10).


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.– El pasado 17 de marzo de 2010, el alcalde de LA PEDRAJA DE PORTILLO solicitó al Servicio Territorial de Fomento de Valladolid, en cumplimiento de las previsiones establecidas en el artículo 52.4 de la Ley 5/1999, de 5 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, informe previo de la Modificación Puntual de las  Normas Urbanísticas Municipales, SUNC 6. 


SEGUNDO.– Mediante escrito del Servicio Territorial de Fomento de fecha 30 de noviembre de 2010, fue remitido informe, dentro del trámite previsto en el artículo 153.1 b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, en relación con la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, SUNC 6, de LA PEDRAJA DE PORTILLO, señalando una serie de prescripciones.


TERCERO.- Habiendo transcurrido en exceso el tiempo para la continuación del procedimiento urbanístico de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, el Servicio Territorial de Fomento efectuó el 8 de agosto de 2017, consulta al Ayuntamiento de LA PEDRAJA DE PORTILLO para dilucidar la intención del citado municipio bien para continuar con el procedimiento iniciado de aprobación de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales, bien para desistir del mismo por no estar interesado en su continuidad, advirtiéndole de la posibilidad de caducidad del procedimiento.


CUARTO.- Sin haber tenido noticias por parte del Consistorio acerca de la continuidad o no del citado procedimiento, se procede a declarar la caducidad y archivo del mismo.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- A la vista del expediente, y del requerimiento efectuado sin que el interesado haya realizado las actuaciones necesarias para reanudar la tramitación, es de aplicación el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece que: 


“1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.


2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite.


3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.


4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”

SEGUNDO.- Considerando, por tanto, que las Administraciones Públicas pueden acordar el archivo de las actuaciones en los procedimientos iniciados a solicitud de interesado siempre que se produzca una paralización imputable al mismo,  con la advertencia previa de que, transcurridos tres meses, se procederá a su caducidad, y habiendo transcurrido en exceso el plazo concedido sin que el requerido haya realizado las actividades necesarias para reanudar la tramitación, se procede a declarar la caducidad del procedimiento administrativo.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo regional de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las NUM de LA PEDRAJA DE PORTILLO, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DECLARAR LA CADUCIDAD Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales SUNC 6 de LA PEDRAJA DE PORTILLO.

A.3.9.- DESISTIMIENTO VALORIZACIÓN BIOMASA AGRICOLA.- VALORIA LA BUENA.- (EXPTE. CTU 127/15).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Ayuntamiento con registro de entrada en la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid del día 11 de diciembre de 2015, fue remitido el documento arriba referenciado, a los efectos de resolver sobre la autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Con fecha de registro de salida de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid 18 de enero de 2016, se requiere al Ayuntamiento para que el promotor D. ENRIQUE SANCHO FERNÁNDEZ aporte los documentos requeridos para subsanar su solicitud.


TERCERO.- El promotor habiendo transcurrido en exceso el tiempo otorgado para su subsanación, no ha aportado los documentos requeridos.


CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo es el órgano competente para dictar la resolución de este desistimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación con lo dispuesto en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León  junto con el artículo 307 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Del estudio del expediente, y habiendo transcurrido considerablemente el plazo de de diez días concedido para subsanar las faltas o acompañar  los documentos preceptivos sin haberse producido dicha subsanación, de conformidad con el artículo 68.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Admisnitrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece en su primer punto: 


Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y en su caso, los que señala el artículo 67 u otros exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documento preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21.


TERCERO.- Efectuados posteriores requerimientos en las fechas 3 de agosto de 2016 y 13 de septiembre de 2016 y advirtiendo en los mismos de las consecuencias de su falta de subsanación, habiendo transcurrido en exceso el tiempo legalmente establecido para su aportación, no se ha procedido a su cumplimentación por el promotor


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio,  Las Normas Urbanísticas Municipales de Valoria la Buena, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, TENER POR DESISTIDO Y EL ARCHIVO DE LAS ACTUACIONES en el expediente de autorización de uso excepcional en suelo rústico para   Valorización biomasa agrícola en la parcela 5087 del polígono 3 en el término municipal de Valoria la Buena promovida por D. ENRIQUE SANCHO FERNÁNDEZ.

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  “B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO ORDINARIO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO I DE LA LEY21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE,  DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.1.1. EIA-VA-2018-01: SONDEO AGUAS SUBTERRÁNEAS Y TRANSFORMACIÓN DE SECANO A REGADÍO en RUBÍ DE BRACAMONTE. Solicitado por COMUNIDAD DE REGANTES HERMANOS PITA GARRIDO.

Conforme al artículo 61.2 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, es el órgano de prevención ambiental encargado de formular la propuesta de declaración de impacto ambiental en los expedientes de evaluación de impacto ambiental relativos a los proyectos no contemplados en el artículo 62.1 del citado Decreto Legislativo.


El artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria, entre otros, los proyectos comprendidos en el anexo I. Por otra parte, el artículo 49 del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León recoge que se someterán a evaluación de impacto ambiental ordinaria los proyectos para los que así se establezca en la legislación básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 


El proyecto se encuentra en el anexo I de la citada Ley 21/2013, dentro del Grupo 9, letra a), apartado 3º, Proyectos de transformación en regadío o de avenamiento de terrenos, cuando afecten a una superficie mayor de 10 ha. y se localicen dentro de terrenos de la Red Natura 2000.
     
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

 
El proyecto evaluado consiste en la realización de un sondeo para la captación de aguas subterráneas mediante un sondeo de sustitución de la toma de un antiguo aprovechamiento de aguas (referencia PRVA 138018), sin que vaya a existir un incremento del volumen de agua del antiguo aprovechamiento. Igualmente se pretende la modificación de la superficie de riego autorizada, pasando de las 14 ha. actuales, a  un total de 71,0347 ha. Se regarán por goteo 54,5505 ha. de viñedo, y mediante riego por aspersión 6,3783 ha. de cultivos herbáceos en rotación, sobre una superficie total de 16,4842 ha.


Las actuaciones se realizarán en los parajes “El Valenoso” y “La Cantera”, del término municipal de Rubí de Bracamonte. Todas las parcelas afectadas por el proyecto, pertenecen al polígono 3, y son las siguientes: 282, 288, 289, 291, 292, 293, 294, 295, 298, 303, 324 y 387. El sondeo se realizará en la parcela 282 del polígono 3, y abastecerá de un caudal anual de agua de 84.000 m3. El sondeo tendrá las siguientes características: profundidad 120 metros, diámetro de perforación de 500 mm. La instalación elevadora del agua será un grupo electrobomba de 100 CV que será accionada mediante un grupo electrógeno.


El proyecto se desarrollará dentro de los terrenos de RN 2000 de la ZEPA “Tierra de Campiñas”, código ES00000204, presentando además colindancia con el ZEC “Humedales de los Arenales”, código 4180147, y el Monte de Utilidad Pública nº 88 “El Ramo y otros”. La afección a estas zonas ha sido convenientemente evaluada en la tramitación del expediente. La ZEPA Tierra de Campiñas alberga importantes poblaciones de aves esteparias y es además una importante zona de invernada de milano real (Milvus milvus). No obstante, y según los datos del informe de afecciones a Red Natura 2000, no hay constancia de que en los terrenos que afecta el proyecto, ni en los terrenos próximos, exista uso por parte de estas aves esteparias como lugar de cortejo o reproducción.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL


El estudio de impacto ambiental presenta dos alternativas a la ejecución del proyecto, incluyendo la alternativa cero o de no realización del proyecto. De la alternativa seleccionada se han analizado los posibles impactos del proyecto en la fase de construcción y funcionamiento, y se establecen una serie de medidas protectoras, correctoras y compensatorias para la protección del medio ambiente. 


Se incluye en el estudio de impacto ambiental un inventario ambiental de la zona afectada.


El documento finaliza con el correspondiente seguimiento de las citadas medidas mediante un plan de vigilancia ambiental, concluyendo el estudio de impacto ambiental, que el impacto de todas las actuaciones proyectadas es compatible con las medidas propuestas.

TRAMITACIÓN Y ANÁLISIS TÉCNICO DEL EXPEDIENTE


Solicitud de inicio del procedimiento. Con fecha 27 de febrero de 2018, tiene entrada en el Servicio Territorial de Medio Ambiente, remitido por el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, solicitud de tramitación de evaluación de impacto ambiental del proyecto de referencia, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al objeto de que se continúe con la tramitación establecida en la normativa de evaluación de impacto ambiental. 


Información pública. El Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid, en conformidad con la diferente normativa sectorial de aplicación y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 36 de la Ley 21/2013, acuerda someter a información pública la solicitud de aprobación del proyecto y estudio de impacto ambiental correspondiente al proyecto; el anuncio se publicó en el Boletín Oficial de Castilla y León nº 8, de fecha 11 de enero de 2018.


Consulta a las Administraciones públicas afectadas y personas interesadas. De acuerdo con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, han sido consultadas las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Ayuntamiento de Rubí de Bracamonte.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Ecologistas en Acción Valladolid.


Los informes recibidos en la fase de consultas fueron valorados y contemplados para la elaboración de la propuesta de declaración de impacto ambiental. De entre los informes recibidos cabe reproducir de manera resumida el contenido de algunos de ellos:


Informe de Confederación Hidrográfica del Duero: informa sobre la colindancia al norte de las parcelas, con un arroyo, sin que a priori, existan afecciones sobre el mismo. También informa sobre una concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas (referencia CP-876/2016-VA) con la que cuenta el proyecto, indicando que los condicionantes establecidos en ella, serán de obligado cumplimiento. 


Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería: recoge en su informe que no existirán interferencias por la realización del proyecto con materias competencias de dicho Servicio Territorial.


Afección al Patrimonio Cultural. El Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid remite informe de 20 de marzo de 2018 del Arqueólogo del Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid, en el que se recoge, que a la vista de la documentación aportada por el promotor del proyecto, no se considera necesario llevar a cabo ningún tipo de medida cautelar, recordando no obstante que es de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León.  


Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales. Consta en el expediente informe emitido el 14 de febrero de 2018 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en el que se indica que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan los condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de la declaración de impacto ambiental. 

     

Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, se propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas vigentes, normas de seguridad aérea o de cualquier otro tipo, que pudieran impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al proyecto “Proyecto de ejecución de sondeo de captación de agua subterránea con transformación de secano a regadío”, en el término municipal de Rubí de Bracamonte (Valladolid), y a su estudio de impacto ambiental, ambos realizados en noviembre de 2017, y cuyo promotor es la Comunidad de Regantes Hermanos Pita Garrido.

2. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- Existe coincidencia geográfica del proyecto con lugares Red Natura 2000 (ZEPA “Tierra de Campiñas”, código ES00000204). No obstante, según el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000 (IRNA), las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos apreciables sobre elementos del medio natural, siempre y cuando se cumplan las condiciones establecidas en el mismo y que forman parte de esta declaración de impacto ambiental.

3. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones, como por ejemplo entre otras, licencia ambiental de la obra.

4. Medidas protectoras. Las medidas preventivas y correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeta la ejecución del proyecto evaluado son las siguientes, además de las contempladas en el proyecto técnico y estudio de impacto ambiental de noviembre de 2017 y demás documentos anexos, en lo que no contradigan a lo estipulado en esta declaración de impacto ambiental:

a) Impacto visual y paisajístico.- Con objeto de minimizar el impacto visual, se reducirán al mínimo indispensable los movimientos de tierras. 

b) Protección de los suelos.- Los movimientos de tierras que sean necesarios para la ejecución del proyecto se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra fértil para su aprovechamiento posterior en la adecuación de los terrenos alterados. El acopio se realizará en cordones de reducida altura para evitar la compactación de la tierra y el arrastre por escorrentía de los nutrientes. Si durante el movimiento de tierras de las obras apareciese cualquier tipo de residuo en el suelo, ya sean domésticos o de construcción y demolición, deberá procederse a su retirada inmediata y a su entrega a gestor autorizado. Los áridos o productos de cantería necesarios para las obras procederán únicamente de explotaciones debidamente autorizadas.

De forma previa a la ejecución del nuevo sondeo, deberá sellarse y acondicionarse la antigua perforación existente.

c) Protección de las aguas.- Con carácter general no podrán interceptarse ni modificarse cauces públicos en cualquiera de sus dimensiones espaciales. En caso de afectarse directamente al arroyo de la Vallenosa, colindante en la zona norte de varias parcelas, deberán solicitarse las autorizaciones necesarias ante la Confederación Hidrográfica del Duero. Todas las actuaciones respetarán el Dominio Público Hidráulico y las servidumbres legales y, en particular, la servidumbre de uso público y de policía con las condiciones establecidas en la normativa de aguas.

Serán de obligado cumplimiento las condiciones establecidas en la concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas con destino a riego, que la Confederación Hidrográfica ha resuelto conceder para el objeto del proyecto. 

 En los movimientos de tierras se deberán establecer las medidas necesarias para la retención de sólidos previas a la evacuación de las aguas de escorrentía superficial, así como otras posibles medidas para reducir al mínimo el riesgo de contaminación de las aguas superficiales.

Cualquier acopio de materiales se ubicará de manera que se impida cualquier riesgo de vertido, ya sea directo o indirecto, por escorrentía, erosión, infiltración u otros mecanismos, sobre las aguas superficiales o subterráneas.

Para la elección de la ubicación de las instalaciones auxiliares se deberá evitar la ocupación del dominio público hidráulico y la zona de servidumbre de los cauces. Se evitará también, en la medida de lo posible, la ocupación de la zona de policía de cauce público y de terrenos situados sobre materiales de alta permeabilidad. Las zonas donde se ubiquen las instalaciones auxiliares y parques de maquinaria deberán ser impermeabilizadas para evitar la contaminación del suelo y las aguas subterráneas. Las aguas procedentes de estas zonas, deberán ser recogidas y gestionadas adecuadamente para evitar la contaminación del dominio público hidráulico.

d) Protección de la atmósfera.- Para evitar la producción de polvo, se efectuarán riegos periódicos en la zona de ejecución de las obras de instalación del sondeo y tuberías, si las condiciones climatológicas y circunstancias del trabajo lo aconsejan, además de cualquier otra medida adecuada a tal fin, con objeto de cumplir la normativa vigente de protección del medio ambiente atmosférico.

e) Protección de terrenos de monte.- En la utilización de las aguas para el riego se deberán mantener en perfecto estado y adecuadamente dirigidos y regulados los sensores y mecanismos empleados, de manera que, en ningún caso, se provoque el riego directo o bien indirecto, como consecuencia de encharcamientos temporales  de terrenos de monte colindantes.

f)  Protección de la fauna.- Para evitar afecciones negativas a la avifauna en su periodo reproductivo, las actividades que conlleven el uso de maquinaria pesada y produzcan gran nivel de ruido, se llevarán a cabo fuera de dicho periodo, esto es, fuera de los meses de marzo a junio, ambos inclusive.

g) Contaminación acústica.- Se atenderá a lo dispuesto en la Ley 5/2009, de 4 de junio, de Ruido de Castilla y León, cumpliéndose lo establecido en la normativa de transmisión de ruido vigente por causas derivadas del establecimiento, funcionamiento o desmantelamiento del proyecto.

h) Gestión de residuos.- Se controlará el cumplimiento de la normativa vigente, Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados. Se evitará el manejo incontrolado y la posibilidad de contaminación directa o inducida en la gestión de aceites, combustibles y residuos de vehículos y maquinaria en general. No podrán acopiarse aceites, grasas o residuos, ni efectuarse operaciones de mantenimiento, repuesto o sustitución en la maquinaria y vehículos dentro del área del proyecto, que se deberán llevar a cabo de forma y en sitio adecuado, evitándose en todo momento el vertido de sustancias que puedan contaminar el suelo, las aguas y los acuíferos de la zona.

Será necesaria la elaboración de protocolos de actuación específicos en previsión de la ocurrencia de incidentes de este tipo, para poder así actuar de la manera más rápida posible y evitar la contaminación de aguas superficiales y/o subterráneas. 

El promotor será el responsable de mantener limpias las obras y sus alrededores de materiales sobrantes y de la retirada de instalaciones provisionales que no sean necesarias. 

i) Maquinaria.- La maquinaria utilizada en las distintas fases del proyecto estará sometida a un correcto mantenimiento preventivo, conforme a las instrucciones del fabricante y normativa vigente, con el fin de minimizar la emisión de contaminantes, evitar la excesiva producción de ruidos y el vertido de contaminantes por roturas o averías.

j) Restauración final de las obras y de zonas alteradas.- Al final de la fase de obras se restaurarán todas aquellas superficies que no sean ocupadas de forma permanente, realizándose la remodelación topográfica y el suavizado de todos los taludes, junto a la restauración de zonas con especies vegetales si fuera necesario. La balsa de lodos procedentes de la instalación del sondeo deberá ser retirada una vez finalicen las obras de entubado del sondeo.

5. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se establece la siguiente medida: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León. 

6. Programa de Vigilancia Ambiental.- Con antelación al inicio de la actividad, el promotor presentará ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, que se complementará de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la instalación. 

7. Informes periódicos.- A partir de su puesta en funcionamiento, el promotor presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental y sobre el grado de cumplimiento y eficacia de todas y cada una de las medidas protectoras de esta declaración y del estudio de impacto ambiental, ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. Este informe anual se presentará independientemente de otros informes periódicos y estudios exigidos por esta declaración.

8. Coordinación técnica.- Para la resolución de las dificultades que pudieran surgir de la aplicación o interpretación de las medidas protectoras establecidas en esta declaración, así como para la valoración y corrección de impactos ambientales imprevistos, deberá contarse con la colaboración técnica del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento de lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. 

10. Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso, correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras de esta declaración. 

Con independencia de lo establecido en el punto anterior, las condiciones recogidas en esta declaración de impacto ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 22/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

11. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquellos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

12. Vigencia de la declaración impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

13. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al Boletín Oficial de Castilla y León, en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión. Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto, y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

              Al finalizar la exposición el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo plantea introducir una modificación en el punto quinto relativo a la protección del patrimonio cultural y arqueológico, quedando el texto redactado de la siguiente manera:
 “5. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se establece la siguiente medida: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León.” 
2.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES O PROYECTOS SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO DE E.I.A., SEGÚN LA TRAMITACIÓN ESTABLECIDA EN EL ANEXO II DE LA LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL.

B.2.1. EIA-VA-2017-47: CENTRO AUTORIZADO DE TRATAMIENTO DE VEHÍCULOS FUERA DE USO en CIGALES. Solicitado por HERMANOS VÉLAZQUEZ GÓMEZ.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 9, apartado d) “Instalaciones de almacenamiento de chatarra, de almacenamiento de vehículos desechados e instalaciones de desguace y descontaminación de vehículos que no se desarrollen en el interior de una nave en polígono industrial, o con cualquier capacidad si la actividad se realiza en el exterior o fuera de zonas industriales”.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto evaluado consiste en la ampliación de un centro donde se desarrollará la actividad de valorización (descontaminación y desguace) de vehículos fuera de uso.


La actividad cuenta en la actualidad con Licencia ambiental, siendo el objeto del proyecto, la modificación de la misma para poder incluir un mayor espacio de almacenamiento de vehículos descontaminados y piezas de recambios valorizadas. La ampliación de superficie planteada, cuenta con autorización de uso excepcional en suelo rústico desde el año 2015. 


Las parcelas objeto de ampliación son la 5050, 5052 del polígono 10,  y  la parcela denominada CR Valladolid 21, cuya referencia catastral es 8104212UM5280S0000ZR de Cigales, clasificadas como suelo rústico común. Actualmente la superficie ocupada por la actividad es de 16.546 m2, siendo la ampliación proyectada de 68.893 m2, con lo que la superficie total será de 85.439 m2. El promotor cuenta con autorización de gestor de residuos, con las siguientes capacidades de valorización: LER 160104 (Vehículos al final de su vida útil, tanto los incluidos, como los no incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 1382/2002) para 6.990 vehículos/año.  


El tratamiento y valorización de los vehículos se seguirá realizando como en la actualidad, en varias fases:

a) Recepción y almacenamiento previo a la descontaminación. La operación se realizará en una superficie de 1.040 m2 (proyectándose su ampliación hasta los 1.794 m2) en zona descubierta, con pavimento de solera impermeable, red de pluviales y separador de grasas e hidrocarburos. La capacidad de almacenamiento de vehículos en esta zona es de 173.

b) Descontaminación y almacenamiento de vehículos: se realiza la extracción de residuos de los vehículos, en nave con pavimento impermeable, que cuenta con dos zonas: una de descontaminación de 390 m2; y la segunda zona, que se utiliza para el almacenamiento de piezas reutilizables, de superficie 869 m2.

c) Una vez realizada la descontaminación de vehículos, se almacenan en espacios destinados a tal efecto.

a. Zona de almacenamiento de fluidos peligrosos. La superficie es de 82 m2. El almacenamiento se realizará bajo cubierta, en contenedores sobre solera impermeable. Incluye tres piezómetros de control para la no afección a las aguas subterráneas.

b. Zona de almacenamiento de sólidos peligrosos, también bajo cubierta, y de 78 m2 de superficie.

c. Zona de almacenamiento de neumáticos, sobre pavimento impermeable y de superficie 40 m2. Aparte de estas zonas de almacenamiento, existirán otras zonas de depósito temporal para materiales plásticos, metales no férreos y vidrio.

d) Almacenamiento de vehículos descontaminados en campa exterior de superficie hormigonada, de superficie 7.100 m2, conectada a la red de pluviales y con separador de grasas e hidrocarburos. Esta zona es sobre la que más superficie pretende ampliarse, alcanzando los 61.575 m2.

e) Prensado y almacenamiento de chatarra, en zona exterior, sobre losa impermeabilizada y con arqueta separadora de grasas.


Existen aparte de todas las instalaciones relacionadas anteriormente, tres pozos de filtrado que suman una superficie de 420 m2, con arquetas separadoras de sólidos, decantadoras y arquetas de separación de grasas e hidrocarburos. No será necesario instalar nuevas infraestructuras, contando también la planta con red contra incendios con hidrantes exteriores.


Se proyecta, por último, la plantación de arbolado en el perímetro de la parcela, que se encuentra vallada, cumpliendo así con las normas relativas a urbanismo de Cigales.


El Documento Ambiental analiza alternativas al proyecto, los posibles impactos del proyecto sobre el medio ambiente y establece una serie de medidas correctoras para la protección del medio ambiente, así como un Plan de Vigilancia Ambiental. 

CONSULTAS REALIZADAS


De acuerdo con lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental y tras la remisión del Documento Ambiental por parte de la Sección de Protección Ambiental del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, se procedió a la apertura del trámite de consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas. La relación de los consultados así como los informes recibidos es la siguiente:

-
Ayuntamiento de Cigales.


-
Diputación Provincial de Valladolid, emite informe sobre aspectos a tener en cuenta en el proyecto.

-
Confederación Hidrográfica del Duero.

-
Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, que informa el proyecto.

-
Servicio Territorial de Fomento.

-
Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que informa que no se han detectado posibles afecciones al Patrimonio Cultural, y sobre la aplicación de la Ley de Patrimonio Cultural.

-
Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

-
Ecologistas en Acción, Valladolid.

ANÁLISIS DE CRITERIOS SEGÚN EL ANEXO III

Características del Proyecto.-

El tamaño del proyecto se puede considerar de tamaño medio a grande en lo referente a la superficie ocupada. Respecto del volumen de residuos a gestionar se considera también un tamaño medio, que prácticamente no generará nuevos residuos, y que por el contrario contribuirá al reciclado y valorización de los residuos generados por vehículos al final de su vida útil en la zona de influencia del centro de tratamiento. 

No existe acumulación del proyecto con otros similares en zonas cercanas, sin considerarse que puedan existir efectos sinérgicos con el propio proyecto que se encuentra en funcionamiento.

El consumo de materias primas y recursos naturales no se considera significativo debido a la propia naturaleza del proyecto.

El riesgo de accidentes no es significativo para este tipo de instalaciones.

Ubicación del Proyecto.-

Las instalaciones se ubican en parcelas que tienen la consideración de suelo rústico común. El centro de tratamiento está a una distancia de aproximadamente un kilómetro del núcleo urbano de Cigales. Su localización es casi colindante con la autovía A-62 y con tierras de cultivo agrícola, por lo que se considera una zona con bajo valor medioambiental al ser una zona ya antropizada. Las parcelas cuentan con acceso desde la carretera VP-4401.

La zona afectada por el proyecto está fuera de terrenos que integran la Red Natura 2000. No se localizan, aparte, otras figuras relevantes del medio natural sobre las que deba informarse de manera especial (terrenos forestales, especies de interés comunitario, zonas húmedas catalogadas, etc.).

Tampoco existe constancia previa de la presencia de yacimientos arqueológicos o cualquier otro elemento del patrimonio cultural de Castilla y León en la zona objeto del proyecto.

Características del potencial impacto.-

Por las características del proyecto y las medidas que se aplicarán durante el funcionamiento, no son de esperar afecciones significativas en el área de ubicación prevista.

El proyecto producirá un impacto ambiental puntual, localizado en el espacio y en el tiempo, no presentando carácter transfronterizo. Los principales impactos podrán ser debidos a la generación de polvo y ruido. De la suma de factores expuestos anteriormente, se deduce que la capacidad de acogida del medio es alta, por la ausencia de valores ambientales y el carácter humanizado de la zona. 


Por todo ello considerado adecuadamente tramitado el expediente y de acuerdo con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas y siguiendo los criterios del Anexo III de la citada Ley, la propuesta de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid es


Determinar que el proyecto no tendrá efectos significativos sobre el medio ambiente, en los términos establecidos en el presente Informe de Impacto Ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación. No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de julio del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:

◦ Se deberán obtener las correspondientes autorizaciones conforme a la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados.  
▫ Se deberá realizar la notificación de actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, al estar la actividad comprendida en el Grupo C, código 09 10 09 51 del Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza el catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.

◦ Serán de obligado cumplimiento los requisitos técnicos para este tipo de instalaciones que se incluyen en el Real Decreto 20/2017, de 20 de enero, sobre los vehículos al final de su vida útil (pavimentos impermeables con instalaciones para recogida de derrames, decantación y separación de grasas, equipos de tratamiento de aguas, incluidas las pluviales, zonas cubiertas para la descontaminación, etc.).

◦ Protección contra el ruido: tanto en la fase de construcción como en la de funcionamiento, la actividad se desarrollará teniendo en cuenta los niveles contemplados en la Ley 5/2009 del Ruido de Castilla y León.

◦ Se procederá a la implantación de la pantalla vegetal a lo largo del límite de las parcelas que albergan la actividad. Se utilizarán preferentemente especies arbustivas y arbóreas entremezcladas, autóctonas y con una densidad tal que permitan asegurar la consecución de los fines previstos durante todo el año, siendo objeto de mantenimiento (riegos y reposición de plantas) durante la vida útil del proyecto, para conseguir los fines que se persiguen con la instalación de la pantalla vegetal. 

◦ Protección del Patrimonio Cultural: deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

◦ Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

◦ Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

B.2.2. EIA-VA-2018-03: SONDEO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en VILLARDEFRADES. Solicitado por AGROGESTIÓN MARCOS, S.L.


La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 1, apartado c) punto 2º “Proyectos de transformación a regadío o de avenamientos de terrenos, cuando afecten a una superficie superior a 10 ha.”; y en el Anexo II, Grupo 3, apartado a) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 



El proyecto consiste en la instalación de dos sondeos de apoyo a otros tres sondeos existentes, con el fin de mejorar la distribución de agua en las parcelas que se riegan en la actualidad, y por otra parte, incrementar la superficie de riego con nuevas parcelas, sin modificar el volumen total anual necesario.


  El promotor del proyecto cuenta con una concesión de aguas subterráneas del año 2012 (referencia MC/CP-1550-2012-VA), para el riego mediante tres sondeos, de una superficie de 190 ha. Las superficies regadas actualmente son la 5001, 5002, 5003, 5004, 5005, 5006 y 5007 del polígono 105 de Villardefrades. Los dos nuevos sondeos se instalarán en las parcelas 5004 y 5005, y las nuevas parcelas a regar serán la 5008 y 5010 del polígono 105, con lo que se incrementará la superficie de riego en 18,9 ha. Alcanzando las 208,9 ha. El volumen total anual no se alterará, siendo de 1.140.000 m3. 



Los sondeos a ejecutar tendrán un diámetro de perforación de 600 mm., con una profundidad de 180 metros. Para la elevación del agua del nuevo sondeo se dispondrá de dos bombas eléctricas sumergibles de 125 CV de potencia, accionadas mediante generadores. También se proyecta la instalación temporal de una balsa de retención de los lodos originados en la perforación de 22.5 m3 de volumen. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. 



El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.



De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Villardefrades, que emite informe.

· Confederación Hidrográfica del Duero. 

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que informa favorablemente el proyecto.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que emite informe con condiciones a cumplir.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización de los sondeos nuevos es de pocos metros cuadrados. La nueva superficie de tierras de cultivo que se pretende regar se considera que tiene una extensión pequeña para este tipo de proyectos.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Villardefrades, y en el momento actual, sólo se tiene conocimiento del proyecto objeto de informe que impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos, estimándose que debido a sus características y dimensiones, no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo de las parcelas que se pretenden regar en la actualidad es el cultivo agrícola de secano. 

En la propia parcela objeto de proyecto, no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000, ni elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento. Únicamente, existe colindancia de las parcelas de riego con parcelas de monte, tanto público como privado. También hay presencia de dos arroyos que cruzan las parcelas de regadío.

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, a priori no existen afecciones.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto de los sondeos, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de octubre del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:  

a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la modificación de la autorización de concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. En caso de verse afectados los cauces o zonas de policía de los cauces del arroyo de las Lavaderas o de su afluente, también deberán obtenerse las oportunas autorizaciones.

b) En la utilización del agua de riego se deberán mantener en perfecto estado y adecuadamente dirigidos y regulados los sensores y mecanismos empleados, de manera que en ningún caso se provoque el riego directo, o bien indirecto, de terrenos forestales colindantes, tanto del monte de utilidad pública, como montes privados. 

c) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

d) Protección del Patrimonio Cultural: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León. 

e) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

f) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

              Al finalizar la exposición el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo plantea introducir una modificación en el punto quinto relativo a la protección del patrimonio cultural y arqueológico, quedando el texto redactado de la siguiente manera:

 “5. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los   valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se establece la siguiente medida: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León.” 
B.2.3. EIA-VA-2018-04: SONDEO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en LA ZARZA. Solicitado por OVILO 2000, S.L.


La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 3, apartado a) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 


  El proyecto consiste en la instalación de un sondeo con el fin de dotar de agua a tres parcelas que en la actualidad tienen la consideración de cultivos de regadío, según la documentación presentada. Las parcelas que se regarán con el sondeo que se va a instalar son la 3, 10.001 y 20.001  del polígono 3 del municipio de La Zarza. La superficie conjunta es de 36,6 ha. 



El sondeo a ejecutar se realizará en la parcela 3 del polígono 3 de La Zarza, y tendrán un diámetro de perforación de 500 mm., con una profundidad de 150 metros. Para la elevación del agua del nuevo sondeo se dispondrá de una bomba eléctrica sumergibles de 100 CV de potencia, accionadas mediante grupo electrógeno de gasoil. También se proyecta la instalación temporal de una balsa de retención de los lodos originados en la perforación de 40 m3 de volumen. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. 



El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.



De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de La Zarza.

· Confederación Hidrográfica del Duero. 

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que informa favorablemente el proyecto.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, que emite informe con condiciones a cumplir.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización de los sondeos nuevos es de pocos metros cuadrados. La nueva superficie de tierras de cultivo que se pretende regar tiene la consideración de cultivos de regadío.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de La Zarza, y en el momento actual, sólo se tiene conocimiento del proyecto objeto de informe que impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos, estimándose que debido a sus características y dimensiones, no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo de las parcelas que se pretenden regar en la actualidad es el cultivo agrícola, por lo que no existirán nuevos usos que puedan implicar nuevos impactos. 

En la propia parcela objeto de proyecto, no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000, ni elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento. Únicamente, existe colindancia de las parcelas de riego con parcelas de monte, tanto público como privado. Colindante a las parcelas objeto de proyecto en su zona sur, se encuentran los terrenos del lugar de Red Natura 2000 ZEC “Humedales de Los Arenales”, que según el informe en materia de medio natural, no va a verse afectado a priori.

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, a priori no existen afecciones.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto de los sondeos, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de julio del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:

a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la correspondiente autorización de concesión de aguas subterráneas para el uso previsto.

b) En la utilización del agua de riego se deberán mantener en perfecto estado y adecuadamente dirigidos y regulados los sensores y mecanismos empleados, de manera que en ningún caso se provoque el riego directo, o bien indirecto, de terrenos forestales colindantes, tanto del monte de utilidad pública (MUP 37 “Corazón”), como de montes privados. 

c) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

d) Protección del Patrimonio Cultural: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León. 

e) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

f) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

              Al finalizar la exposición el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo plantea introducir una modificación en el punto quinto relativo a la protección del patrimonio cultural y arqueológico, quedando el texto redactado de la siguiente manera:

 “5. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Para la salvaguarda de los   valores del patrimonio cultural de la zona de estudio se establece la siguiente medida: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León.” 
B.2.4. EIA-VA-2018-05: SONDEO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS en PESQUERA DE DUERO. Solicitado por D. JOSÉ FRANCISCO DUQUE PAREDES Y OTROS.


La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
El artículo 7.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, establece que serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada, entre otros, los proyectos comprendidos en el Anexo II. El proyecto se incluye dentro del Anexo II, Grupo 1, apartado c) punto 2º “Proyectos de transformación a regadío o de avenamientos de terrenos, cuando afecten a una superficie superior a 10 ha.”; y en el Anexo II, Grupo 3, apartado a) punto 3º “Perforaciones de más de 120 metros para el abastecimiento de agua”. 



El proyecto consiste en la instalación de un sondeo para la captación de aguas subterráneas, con destino al riego por goteo de 4 parcelas que en la actualidad presentan un viñedo. Las parcelas objeto de riego son las número 2, 3, 4 y 5 del polígono 1 de Pesquera de Duero. La superficie de las parcelas es de 16,31 ha. El volumen anual que se requiere para el riego es de 12.349,3 m3. 


El sondeo se instalará en la parcela 3 del polígono 1, siendo la profundidad proyectada de 400 metros, con un diámetro de perforación de 500 mm. También se proyecta la instalación temporal de una balsa de retención de los lodos originados en la perforación de 22.5 m3 de volumen. Una vez realizada la perforación, será retirada y restaurada la zona de suelo afectada por la balsa y los trabajos del sondeo. Para la elevación del agua, se dispondrá de un grupo motobomba sumergible de 20 CV de potencia, alimentado por un grupo electrógeno.



El documento ambiental del proyecto analiza el ámbito territorial en el que se desarrollará, describiendo los impactos potenciales en el medio, y estableciendo una serie de medidas protectoras y correctoras.



De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las administraciones afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes órganos:

· Ayuntamiento de Pesquera de Duero.

· Confederación Hidrográfica del Duero. 

· Diputación de Valladolid, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe en el que estima necesaria la estimación del impacto sobre el patrimonio cultural.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que informa el proyecto sin condicionantes.

· Ecologistas en Acción Valladolid.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid,     que emite informe con condiciones a cumplir.

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

La superficie que se va a afectar de forma directa por la realización de los sondeos nuevos es de pocos metros cuadrados. La nueva superficie de tierras de cultivo que se pretende regar se considera que tiene una extensión pequeña para este tipo de proyectos.

El principal recurso natural que se utilizará es el agua. En el término municipal de Pesquera de Duero, y en el momento actual, sólo se tiene conocimiento otro proyecto que ya fue objeto de informe de impacto ambiental que impliquen nuevos regadíos de parcelas mediante la instalación de nuevos sondeos. Se estima que debido a sus características y dimensiones, no existirán efectos sinérgicos de elevada magnitud con el anterior proyecto, por lo que el impacto no se considera elevado, siempre y cuando la disponibilidad de recursos hídricos se estime como compatible por el organismo de cuenca y no se constaten otro tipo de afecciones.

En la fase de obras no se espera la generación de residuos, a excepción de los propios de la instalación de la tubería (residuos de construcción y demolición), y los correspondientes a los movimientos de tierra (lodos y fangos). También podrían generarse residuos de tipo aceites usados y grasas de la maquinaria a emplear, en el caso de producirse algún accidente.

Podrán existir puntualmente emisiones de polvo en el desarrollo de las obras, y un aumento en los niveles sonoros de la zona, hechos puntuales y de escasa magnitud por las características de la instalación.  

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

El principal uso del suelo de las parcelas que se pretenden regar en la actualidad es el cultivo agrícola de secano (viñedo). 

En la propia parcela objeto de proyecto, no se localizan terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000, ni elementos relevantes del medio natural sobre los que deban extremarse las precauciones en la fase de obras o de funcionamiento. Únicamente, existe colindancia de las parcelas de riego con parcelas que tienen la consideración de terrenos de monte.

Por otra parte, el proyecto se ubica en una zona rural de baja densidad demográfica.

Sobre las posibles zonas con potencial afección al patrimonio cultural, deberán ser estudiadas antes de la autorización administrativa del proyecto.

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Durante la fase de obras se producirán impactos de ámbito local de reducida entidad. La duración del impacto debido a las obras, tendrá lógicamente la duración de las mismas, que por otra parte será de muy corta duración. El efecto de los sondeos, se estima que no causará un impacto negativo irreversible con las condiciones establecidas, y que será de igual entidad al existente en la actualidad. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de sondeo para captación de aguas subterráneas no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación.

No obstante en la realización del proyecto se deberán cumplir todas las medidas correctoras, preventivas y compensatorias contempladas en el Documento Ambiental de octubre del año 2017, además de la que se cita a continuación, y en lo que no contradigan a las mismas:

a) Concesión de aprovechamiento de aguas subterráneas: antes de iniciarse las obras del sondeo, deberá obtenerse de la Confederación Hidrográfica del Duero la autorización de concesión de aguas subterráneas para el uso previsto. 

b) En la utilización del agua de riego se deberán mantener en perfecto estado y adecuadamente dirigidos y regulados los sensores y mecanismos empleados, de manera que en ningún caso se provoque el riego directo, o bien indirecto, de terrenos forestales colindantes. 

c) Durante la fase de explotación del sondeo deberán tomarse las precauciones oportunas para no producir un enriquecimiento en nutrientes ni plaguicidas en las aguas subterráneas y/o superficiales.

d) Protección del Patrimonio Cultural: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León. 

e) Conforme a lo establecido en el artículo 47.4 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, este Informe de Impacto Ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios, si en el plazo de 4 años de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León, no se hubiera procedido a la autorización del proyecto.

f) Objeto de recurso: de conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.

          El Presidente de la Comisión antes de comenzar con el asunto plantea que este sondeo de aguas subterráneas en Pesquera de Duero, se va a tratar junto con el informe jurídico sobre el alcance y ámbito de aplicación del artículo 30.1 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de patrimonio cultural de Castilla y León: supuestos en los que ha de realizarse una estimación concreta de la incidencia de un proyecto, obra o actividad sobre bienes del patrimonio arqueológico, y, en consecuencia, en los que cabe válidamente exigir esa estimación concreta de la incidencia sobre bienes del patrimonio arqueológico.
          El Jefe del Servicio Territorial de Fomento expone que en relación con la protección del patrimonio cultural, la determinación de “puedan afectar”, según el artículo 30 de la Ley 12/2002 y artículos 80 a 83 del Decreto 37/2007 se refiere a los bienes integrantes del patrimonio, que son aquellos declarados por la Administración, debe estar íntimamente ligada a la estimación real de la incidencia. Es decir, la exigencia por parte de la Administración de la medida preventiva o cautelar (señalada en los artículos citados) ha de estar motivada, no pudiéndose exigir sin más, sino que han de existir indicios reales de la afección de bienes que ya son integrantes del patrimonio y ello no ocurre en los terrenos que estén clasificados, como en el presente caso como suelos rústico en la categoría de rústico común. Cosa distinta sería que el suelo rústico tuviera la categoría de protección cultural.

           Con lo cual, es más preciso utilizar el artículo 60 de la Ley 12/2002, que se ocupa de la protección de los hallazgos casuales.
            A la explicación anterior, el Jefe del Servicio Territorial de Fomento expone resumidamente el contenido del informe de la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, emitido a petición de Delegado Territorial, motivado a su vez por una consulta del Servicio Territorial de Cultura y Turismo.

            La conclusión de la Asesoría fue la que se transcribe a continuación:

            “Por ello, cuando un determinado proyecto no se encuentre, ni afecte a una zona, espacio o área en el que se conozca o tenga constancia previa de que existen bienes del patrimonio arqueológico, de acuerdo con alguna de las múltiples categorías, figuras o formas jurídicas de protección que establece la legislación, no resulta válido exigir al promotor la estimación de la posible incidencia del proyecto sobre bienes del patrimonio arqueológico, puesto que, en este supuesto, ha de partirse del hecho de que en esa zona no hay bienes del patrimonio arqueológico catalogados, inventariados, inscritos y/o clasificados, por lo que no puede exigirse al promotor el cumplimiento de un requisito no establecido legalmente de forma preceptiva, por una mera e hipotética posibilidad, es decir, no cabe válidamente imponer ese requisito al promotor, cuando la Ley no lo exige ni impone de forma preceptiva,
              De tal manera, en vez de incluir en el apartado d) del sondeo de aguas subterráneas en Pesquera de Duero los artículo 80 a 83 del Decreto 37/2007, de 19 de abril, por el que se aprueba el Reglamento para la protección del Patrimonio Cultural debería quedar redactado únicamente haciendo referencia a los hallazgos casuales establecidos en el artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de patrimonio cultural de Castilla y León, quedando redactado de la siguiente manera:
g) “Protección del Patrimonio Cultural: si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, será de aplicación el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León.”

           El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo se muestra disconforme con tal postura y propone que se remita también la cuestión a la Dirección General de Patrimonio por ser asunto de su competencia, pero su petición no es refrendada por el resto de los miembros de la Comisión. 

           El representante de la Diputación Provincial manifiesta que exigir prospecciones a un agricultor como a cualquier otro promotor es un trámite, un coste, resulta excesivo.

           El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo presenta voto en contra que motiva, reafirmándose en su inicial postura. 

“En relación con este  expediente, se motiva el voto en contra de la aplicación del Informe Jurídico  de la Asesoría Jurídica de la Delegación Territorial que se ha expuesto en el apartado de Informes y Asuntos Varios, relativo al “ ALCANCE Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 30.1 DE LA LEY 12/2002, DE 11 DE JULIO, DE PATRIMONIO CULTURAL DE CASTILLA Y LEÓN: SUPUESTOS EN LOS QUE HA DE REALIZARSE UNA ESTIMACIÓN CONCRETA DE LA INCIDENCIA DE UN PROYECTO, OBRA O ACTIVIDAD, SOBRE BIENES DEL PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO, Y EN CONSECUENCIA, EN LOS QUE CABE VÁLIDAMENTE EXIGIR ESA ESTIMACIÓN CONCRETA DE LA INCIDENCIA SOBRE BIENES DEL PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO”, no dando por adecuado y válido el Informe del arqueólogo territorial enviado el 7 de febrero de 2018.

En dicho Informe del arqueólogo  se señala que se contemplan movimientos de tierra (obras de ejecución del sondeo pero, sobre todo, instalación del nuevo sistema de riego enterrado, tal y como describe el proyecto). Siempre que esto ocurre en lugares que no se han realizado estudios arqueológicos, esto supone, objetivamente, un potencial impacto sobre el Patrimonio Cultural. A pesar de ello, se observa que el proyecto no incluye estimación de impacto o de incidencia sobre el Patrimonio Cultural, tal y como es preceptivo según el  artículo 45 de la ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el artículo 30 de la ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, y el artículo 80 del Decreto 37/2007, de 19 de abril, por el que se aprueba el Reglamento para la protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León. Tal estimación de la incidencia debe realizarse en los términos establecidos en los artículos 80 a 83 del Decreto 37/2007, de 19 de abril, por el que se aprueba el reglamento para la protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León.
            En virtud de lo establecido en el art. 2.1 de la Orden  EYH/1144/2017 de 20 de diciembre, por la que se desarrolla la estructura orgánica de los Servicios Territoriales de Cultura y Turismo de las Delegaciones Territoriales de la Junta de Castilla y León:  “Corresponde al Servicio Territorial de Cultura y Turismo la gestión y ejecución de las competencias de la Consejería de Cultura y Turismo en el ámbito provincial,….”

           Por ello, como vocal de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, manifiesto mi voto particular EN CONTRA Y QUE NO SE ACEPTE EL INFORME JURÍDICO EMITIDO en el expediente citado con las siguientes consideraciones:
· La Ley 12/2002 de Patrimonio Cultural recoge la idea central de la Evaluación de Impacto Ambiental: la realización de una evaluación de los efectos directos e indirectos que una obra o proyecto pueda tener sobre el Medio Ambiente, en el que está incluido sin duda el Patrimonio Cultural. Por ello, desde la aprobación de la ley, se viene actuando conforme a lo dispuesto en su artículo 30: pidiendo que los profesionales que hacen los estudios de impacto ambiental analicen también la afección sobre el patrimonio, concretamente sobre el arqueológico, para prevenir daños irreparables sobre este.

· La realización de estudios para estimar la incidencia de la obra sobre el patrimonio arqueológico no puede ser sólo sobre el patrimonio conocido y catalogado. Si así fuera, la ley lo habría recogido expresamente. Precisamente lo que trata el artículo 30 de ley es poder prevenir daños sobre el patrimonio arqueológico oculto, y es que la obligación que tiene la Junta de Castilla y León de salvaguardar su patrimonio, se extiende también a éste. 

Castilla y León es un territorio histórico y cultural, en el que están identificados más de 24.000 yacimientos arqueológicos a fecha de hoy. Sin duda, existen muchos más, y es también gracias a de mecanismos como la evaluación de impacto ambiental como se logran identificar y posteriormente proteger.

· No hay que olvidar que gracias a este estudio de la existencia de posibles bienes arqueológicos se pueden realizar modificaciones en los proyectos que puedan afectarles. Si esto no se hiciera, los restos arqueológicos estarían siempre condenados a su destrucción.

· Siempre será mayor el perjuicio de tener que paralizar una obra porque ocurra una incidencia negativa, que no realizar una mínima reflexión y estudio previo de cómo poder evitarlo. 

No hay que olvidar que si no se hace el estudio previo y como consecuencia de la ejecución del proyecto, salen a la luz restos que haya que conservar, se deberá modificar tal proyecto, estando a lo previsto en la legislación sobre Hallazgos Casuales que se regulan por el art. 60 de la ley de patrimonio y 124 y siguientes del reglamento de patrimonio.

· En suma, la propia naturaleza del patrimonio arqueológico -que en su mayoría no es visible por estar oculto bajo la tierra, y que es especialmente vulnerable porque su pérdida es definitiva- así como las normas nacionales e internacionales que lo protegen, hace que la Administración deba actuar de manera preventiva, tratando de evitar afecciones que pudieran causar una destrucción o un daño irreparable a estos bienes tan vulnerables. 

     El  Jefe del Servicio Territorial de Fomento reitera en que no se puede exigir al ciudadano algo que no exige la ley.
     El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo alega que si no está prospectado, evidentemente no van a existir indicios.
     El representante de las organizaciones no gubernamentales se abstiene en este supuesto.

     El vocal de libre designación señaló que existiendo un informe jurídico de la Delegación Territorial debe cumplirse, pues si no se nos podría acusar de prevaricación.
     El presidente de la Comisión Territorial postula que en virtud del informe jurídico es procedente seguirlo y modificar la propuesta de acuerdo en este apartado sustituyendo los artículos 80 a 83 del Decreto 37/2007, de 19 de abril, por el que se aprueba el reglamento para la protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León por el artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de patrimonio cultural de Castilla y León, relativo a los hallazgos casuales.
     Sometida a consideración la anterior cuestión, la propuesta es aprobada por todos los miembros de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo a excepción del Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que vota en contra, y el representante de las organizaciones no gubernamentales, que se abstiene.

III.- INFORMES Y ASUNTOS VARIOS:
INFORME JURÍDICO SOBRE EL ALCANCE Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL ART. 30.1. DE LA LEY 12/2002, DE 11 DE JULIO, DE PATRIMONIO CULTURAL DE CASTILLA Y LEÓN: SUPUESTOS EN LOS QUE HA DE REALIZARSE UNA ESTIMACIÓN CONCRETA DE LA INCIDENCIA DE UN PROYECTO, OBRA O ACTIVIDAD SOBRE BIENES DEL PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO, Y, EN CONSECUENCIA, EN LOS QUE CABE VÁLIDAMENTE EXIGIR ESA ESTIMACIÓN CONCRETA DE LA INCIDENCIA SOBRE BIENES DEL PATRIMONIO ARQUEOLÓGICO.
 
            Se ha solicitado a esta Asesoría Jurídica por parte del Delegado Territorial, motivado a su vez por una consulta del Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid, un informe jurídico sobre el alcance y el ámbito de aplicación que ha de darse al art. 30.1. de la Ley 12/2002, de 11 de julio, del Patrimonio Cultural de Castilla y León, y, en concreto, sobre los supuestos en los que ha de realizarse una estimación concreta de la incidencia de un proyecto, obra o actividad que se somete a una evaluación ambiental, por imperativo de la legislación en dicha materia de evaluación ambiental, sobre bienes del patrimonio arqueológico, y, en consecuencia, en los que cabe válidamente exigir esa estimación concreta de la incidencia de un proyecto sobre bienes integrantes del patrimonio arqueológico. 

 Pues bien, en relación con el asunto que se nos ha planteado, este Servicio Jurídico, en el ejercicio de su función de asesoramiento jurídico, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 4.1 de la Ley 6/2003, de 3 de abril, reguladora de la Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y León, en relación con el art. 4.3.A/a) del Decreto 17/1996, de 1 de febrero, de organización y funcionamiento de los Servicios Jurídicos de la Comunidad, y con los efectos previstos en el art. 5.1 de la citada Ley 6/2003, procede a informar en Derecho lo que sigue: 

1º.- El art. 30.1 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, del Patrimonio Cultural de Castilla y León, dispone lo que sigue: 
“En la elaboración y tramitación de las evaluaciones establecidas por la legislación en materia de impacto ambiental y de los planes y proyectos regionales regulados en la legislación sobre ordenación del territorio, cuando las actuaciones a que se refieran puedan afectar al patrimonio arqueológico o etnológico, se efectuará una estimación de la incidencia que el proyecto, obra o actividad pueda tener sobre los mismos. Tal estimación deberá ser realizada por un técnico con competencia profesional en la materia y someterse a informe de la Consejería competente en materia de cultura, cuyas conclusiones serán consideradas en la declaración de impacto ambiental o instrumento de ordenación afectados”. 
         La referida disposición legal se halla desarrollada en los arts. 80 a 82 del Reglamento para la Protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León, aprobado por el Decreto 37/2007, de 19 de abril, y, en lo que respecta al ámbito de aplicación o a los supuestos en los que ha de realizarse la estimación concreta de la incidencia de un proyecto, obra o actividad que se somete a una evaluación ambiental, sobre el patrimonio arqueológico o etnológico, ha de destacarse el art. 80 del citado Reglamento, bajo la rúbrica “estimación de la incidencia en los bienes integrantes del Patrimonio Arqueológico o Etnológico”, que establece en su apartado 1 que la afección del proyecto u obra ha de recaer y referirse a “los bienes integrantes del Patrimonio Arqueológico o Etnológico”, en su apartado 2 establece la extensión territorial de la estimación y en su apartado 3, la documentación que ha de presentarse para la valoración de la estimación de la incidencia. 
          Así, el art. 80 del Reglamento para la Protección del Patrimonio Cultural de Castilla y León establece lo que sigue: 
“1. Cuando las actuaciones sometidas a evaluaciones establecidas por la legislación en materia de Impacto Ambiental o sujetas a planes y proyectos regionales, regulados en la legislación sobre Ordenación del Territorio, puedan afectar a los bienes integrantes del Patrimonio Arqueológico o Etnológico, se efectuará una estimación de la incidencia que el proyecto, obra o actividad pueda tener sobre el mismo. 
2. La estimación se extenderá al ámbito de afección del proyecto, obra o actividad, entendiendo por tal el sector principal de la obra, la zona de obras colaterales o auxiliares a la misma, la zona de expropiación temporal y de movimiento de maquinaria u otras y además un área como mínimo de 100 metros que permita analizar de una manera integral el patrimonio arqueológico y etnológico. Si las obras se hallasen dispersas esta referencia espacial se tomará desde el límite externo de cada una de las actuaciones previstas. 
3. A los efectos de emitir el informe a que se refiere el artículo 82 de este Reglamento, la documentación que contemple la estimación incluirá:  
3.1. Texto íntegro del proyecto, obra o actividad acompañado de la correspondiente documentación fotográfica y planimétrica.  
3.2. Inventario exhaustivo con información escrita y gráfica de todos los bienes arqueológicos y etnológicos así como cada uno de los Bienes de Interés Cultural y bienes incluidos en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León, situados en el ámbito del proyecto, que comprenderá: denominación, localización, atribución cultural, extensión, tipología, cronología, descripción, estado de conservación y protección urbanística.  
Asimismo se incorporarán los lugares arqueológicos identificados tras las prospecciones y estudios realizados así como las actividades tradicionales y las instalaciones asociadas a estas, localizadas en el ámbito del proyecto, obra o actividad.  
3.3. Valoración del grado de incidencia del proyecto, obra o actividad sobre los bienes arqueológicos y etnológicos, para lo cual se aplicarán los siguientes criterios:  
a) Magnitud: se definirá tomando como referente la superficie del bien 
afectada, teniendo en cuenta su tipología y cronología.  
b) Intensidad: se definirá valorando tanto la afección física en superficie o en profundidad como la alteración perceptual o visual previsible sobre el bien.  
c) Fiabilidad: se definirá en función del grado de certeza sobre el impacto que puede producir un determinado elemento del proyecto, obra o actividad sobre el bien.  
d) Reversibilidad de la afección.  
e) Para cuantificar el grado de incidencia se tendrá en cuenta las categorías de impacto que la normativa sobre Evaluación de Impacto Ambiental establece: crítico, severo, moderado y compatible.  
3.4. Definición de medidas correctoras para la conservación y protección de los bienes arqueológicos y etnográficos dirigidas a evitar, minimizar, reducir o paliar el impacto”.   
2º.- Como hemos señalado, la cuestión sometida a nuestro informe jurídico versa sobre el alcance y el ámbito de aplicación que ha de darse al art. 30.1. de la Ley 12/2002, de 11 de julio, del Patrimonio Cultural de Castilla y León, y, en concreto, determinar los supuestos en los que ha de realizarse una estimación concreta de la incidencia de un proyecto, obra o actividad que se somete a una evaluación ambiental, por imperativo de la legislación en dicha materia de evaluación ambiental, sobre los bienes del patrimonio arqueológico, y, en consecuencia, determinar los supuestos en los que cabe válidamente exigir esa estimación concreta de la incidencia de un proyecto sobre bienes integrantes del patrimonio arqueológico. 

            Pues bien, en primer lugar, ponemos de manifiesto que el art. 30.1. de la Ley 12/2002, de 11 de julio, del Patrimonio Cultural de Castilla y León, no impone ni exige en todo caso, y con carácter preceptivo y obligatorio, el requisito de la estimación o valoración de la incidencia que el proyecto, obra o actividad pueda tener sobre el patrimonio arqueológico. Como no puede ser de otro modo, en desarrollo de esa disposición legal, el art. 80 de su Reglamento tampoco impone ni exige en todo caso, con carácter preceptivo y obligatorio, ese requisito de la estimación o valoración de la incidencia que un proyecto, pueda tener sobre el patrimonio arqueológico, sino que, incluso, lo acota y precisa, al establecer, como presupuesto necesario para que proceda efectuar la estimación de la incidencia, que el proyecto pueda afectar “a los bienes integrantes del Patrimonio Arqueológico”, y, en su apartado 3, al relacionar la documentación que ha de presentarse para efectuar la estimación de la incidencia, establece que se incluya un “inventario exhaustivo con información escrita y gráfica de todos los bienes arqueológicos y etnológicos así como cada uno de los Bienes de Interés Cultural y bienes incluidos en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León, situados en el ámbito del proyecto…” y “los lugares arqueológicos identificados tras las prospecciones y estudios realizados”. 

Por ello, y como importante premisa inicial, la primera consecuencia que se extrae de la regulación contenida en el art. 30.1. de la Ley 12/2002 y en el art. 80 de su Reglamento es que no puede exigirse o imponerse a los promotores de los proyectos la necesidad de realizar la estimación o valoración de la incidencia que el proyecto, obra o actividad pueda tener sobre el patrimonio arqueológico, de un modo tan amplio o general que suponga convertirlo en la práctica en un requisito o una exigencia preceptiva u obligatoria, puesto que ello iría de forma patente en contra de la propia Ley y Reglamento.  

                 En este sentido, y de acuerdo con lo expuesto, si se exige o impone al promotor el requisito de la estimación de la posible incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico en todos aquellos supuestos en los que no se tiene ninguna constancia ni conocimiento de que existan restos arqueológicos, y, por tanto, no se tiene ninguna constancia ni conocimiento de que el proyecto pueda afectar a bienes del patrimonio arqueológico, se estaría dando un alcance y un ámbito de aplicación al art. 30.1. de la Ley 12/2002 tan amplio y general que lo hace absolutamente desproporcionado y no amparado ni ajustado al propio precepto, puesto que en la práctica ello supondría imponer o exigir tal trámite como un requisito o un trámite preceptivo y obligado, cuando la Ley 12/2002 y su Reglamento no lo establece ni exige como un requisito preceptivo. 

Así pues, no cabe exigir la estimación de la posible incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico cuando en la zona afectada por el proyecto no se conozca que existan restos arqueológicos, ni se disponga ni exista ningún dato contrastado en este sentido, o, al menos, elementos o indicios motivados que permitan considerar de forma objetiva y razonable que en la zona afectada por el proyecto existan restos arqueológicos.  

Por consiguiente, los supuestos en los que cabe exigir válidamente a los promotores de los proyectos la estimación de la posible incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico han de ser objetivos y motivados, cuando existan elementos, indicios o motivos sólidos y concretos que conlleven o fundamenten que el proyecto en cuestión sí puede afectar a bienes en concreto del patrimonio arqueológico, y así se constate y ponga de manifiesto de forma motivada o fundamentada cuando se exija la referida estimación de la incidencia del proyecto. 

3º.- En segundo lugar, otro motivo o fundamento jurídico para llegar a la conclusión ya expuesta es la propia regulación y régimen jurídico del patrimonio arqueológico. En efecto, ha de tenerse en cuenta que el concepto de patrimonio arqueológico es un concepto jurídico que aparece definido y regulado en el Título III de la Ley 12/2002, de 11 de julio, del Patrimonio Cultural de Castilla y León, y en el Título IV de su Reglamento aprobado por el Decreto 37/2007, de 19 de abril, y, por lo tanto, es un concepto legal, y no meramente técnico o científico. Pues bien, en lo que aquí y ahora importa, a los efectos del asunto que estamos tratando en el presente informe, es de destacar que la regulación o el régimen jurídico del patrimonio arqueológico establece que los bienes integrantes del patrimonio arqueológico han de catalogarse, inventariarse, inscribirse y/o clasificarse en alguna de las categorías, figuras o formas jurídicas de protección que establece la legislación (Zona Arqueológica, Yacimiento Arqueológico, catálogo de bienes integrantes del patrimonio arqueológico en los instrumentos de planeamiento urbanístico, clasificación de suelo rústico con protección cultural por razones arqueológicas, Registro de Lugares Arqueológicos), y ello es competencia y función de las Administraciones públicas competentes.  

            Por ello, cuando un determinado proyecto no se encuentre ni afecte a una zona, espacio o área en el que se conozca o se tenga constancia previa de que existen bienes del patrimonio arqueológico, de acuerdo con alguna de las múltiples categorías, figuras o formas jurídicas de protección que establece la legislación, no resulta válido exigir al promotor la estimación de la posible incidencia del proyecto sobre bienes del patrimonio arqueológico, puesto que, en ese supuesto, ha de partirse del hecho de que en esa zona no hay bienes del patrimonio arqueológico catalogados, inventariados, inscritos y/o clasificados, por lo que no puede exigirse al promotor el cumplimiento de un requisito no establecido legalmente de forma preceptiva, por una mera e hipotética posibilidad, es decir, no cabe válidamente imponer ese requisito al promotor, cuando la Ley no lo exige ni impone de forma preceptiva. 

             En íntima relación con lo que acabamos de indicar, se encuentra la regulación de la documentación que ha de presentarse para efectuar la estimación de la incidencia, en los supuestos en que sí cabe exigirlo, en al apartado 3 del art. 80 del Reglamento, al establecer que se incluya un “inventario exhaustivo con información escrita y gráfica de todos los bienes arqueológicos y etnológicos así como cada uno de los Bienes de Interés 
Cultural y bienes incluidos en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León, situados en el ámbito del proyecto…” y “los lugares arqueológicos identificados tras las prospecciones y estudios realizados”. De este modo se está haciendo referencia a que en la zona afectada por el proyecto se conoce o se tiene constancia previa de que existen bienes del patrimonio arqueológico, de acuerdo con alguna de las múltiples categorías, figuras o formas jurídicas de protección que establece la legislación, y, en esos supuestos, sí resulta necesario efectuar la estimación de la incidencia, y, en consecuencia, puede válidamente exigirse. Pero, en sentido contrario, si no concurre ni se da ese presupuesto previo necesario, no cabe exigir válidamente la estimación de la incidencia del proyecto por una mera y eventual posibilidad, sobre lo que no existe previamente ningún indicio ni prueba. 

4º.- Por otra parte, en los supuestos mencionados en los que no resulta procedente ni cabe válidamente exigir la estimación de la incidencia del proyecto, es de recordar que se aplica y rige en todo caso la regulación de los hallazgos casuales establecida en el art. 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, del Patrimonio Cultural de Castilla y León, y los arts. 124 a 127 de su Reglamento aprobado por el Decreto 37/2007, de 19 de abril, con todos sus efectos y consecuencias legales, lo que, como se señala en el propio escrito de solicitud de informe, puede incluirse en los correspondientes informes de impacto ambiental, tal y como ya se viene haciendo. 

5º.- Expuesto lo anterior, hemos dado ya respuesta a la consulta que se nos ha formulado, pero, como corolario y conclusión del presente informe, volvemos a contestar a la más concreta consulta y duda jurídica que se manifiesta y plantea en el escrito de 16 de marzo de 2018, del Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid, y que se recoge en el escrito de solicitud de informe del Delegado Territorial. 

En concreto, se plantea si se debe realizar la estimación de la incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico, y, en definitiva, si cabe válidamente exigirlo al promotor, “cuando no exista seguridad de que existan restos arqueológicos porque no se ha llevado a cabo ningún estudio previo en la zona”. 

Pues bien, aplicando a ese supuesto lo que ya hemos desarrollado en el presente informe, la respuesta es claramente que no: no se debe realizar la estimación de la incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico, y, en definitiva, no cabe válidamente exigirlo al promotor, “cuando no exista seguridad de que existan restos arqueológicos porque no se ha llevado a cabo ningún estudio previo en la zona”, por los motivos y fundamentos jurídicos que hemos expuesto. 

                 En consecuencia, y, en conclusión, de acuerdo con todo lo expuesto, en relación con el asunto sometido a la consulta y dictamen jurídico de esta Asesoría Jurídica, este Servicio Jurídico informa en Derecho que no se debe realizar la estimación de la incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico, y, en definitiva, no cabe válidamente exigirlo al promotor, “cuando no exista seguridad de que existan restos arqueológicos porque no se ha llevado a cabo ningún estudio previo en la zona”, por los motivos y fundamentos jurídicos que hemos expuesto. 

             Es cuanto se informa en Derecho en relación con el asunto planteado. No obstante lo informado en Derecho, V.I. decidirá lo que proceda si estima que existe criterio mejor fundado en Derecho.  

Según lo establecido en el artículo 18.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Jurídico, se hace constar que el presente acuerdo se notifica con anterioridad a la aprobación del acta.

            Al finalizar este asunto el Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo sigue insistiendo en que emita informe la Dirección General de Patrimonio para pronunciarse acerca de la normativa propia de su competencia para esclarecer la cuestión debatida acerca de las medidas de protección del patrimonio histórico, arqueológico o paleontológico y necesidad de efectuar las prospecciones en los terrenos afectados para evitar daños en irrecuperables en el mismo.
“En relación con este  expediente, el Vocal, Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo manifiesta que debiera ser el Centro Directivo de la Consejería de Cultura y Turismo quien se pronuncie sobre el contenido del mismo, por ser materia de su competencia, proponiendo su remisión a dicha Consejería.”

              Pero como se ha señalado anteriormente, su petición no es refrendada por el resto de los miembros de los miembros de la Comisión.  

Siendo las once horas y cuarenta y cinco minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 

LA SECRETARIA DE LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO


Vº Bº

EL PRESIDENTE

Fdo.: Isabel Fernández Contero.

Fdo.: (P.A). Luis Ángel González Agüero.
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